
CAPITLJI,O 2 

LA VIA AL SOCIALISMO DE LA UNIDAD 
POPULAR 

BREVE REVISION DE LA CIJESTION SOCIAI, 

Existencia de pobres y ricos 

La crítica social vinculada a las desigualdades entre ricos y po- 
bres surge en Chile a mediados del siglo X1X1: “El mal gravísimo 
que mantiene al país en la triste condición cn que lc vemos, cs la 
condición del pueblo: la pobreza y degradación de los nueve 
décimos de nuestra población” (...) “En todas partes hay pobres 
y ricos, pero no en todas partes hay pobres como en Chile. En 
Chile scl- pobre es urra condición, una clase, que la aristocracia 
chilena llama rotos” (...) “El pobre no es ciudadano; los pobres 
no tienen partido, ni son pipiolos ni pelucones... son pobres”*. 
“De una manera muy visible SC han formado esas clases altas que 
nadan en la opulencia y esas clases bajas que se ahogan en la 
miseria; dueñas las unas del poder y desarrollándose las otras en 
una atmósfera servil”“. “ En Chile hay una clase privilegiada, cuyo 

privilegio no está en la ley ni en los derechos de que goza, sino 
en el hecho, en la costumbre (...) y autoriza en LUXOS el desprecio 
y cn otros la superioridad con que miran (...) a todo aquel que 
no lleva un nombre antiguo o conocido”. Apoyándose en esca 
“superioridad” y en la riqueza, “se han arrogado el derecho de 
influir en los negocios públicos porque son los únicos que tienen 
que perder y que arriesgan en cualquier trastorno”4. “Desde la 
Independencia, el gobierno ha sido de los ricos. Idos pobres han 
sido soldados, han labrado la tierra, han hecho acequias, han 
laboreado minas -han permanecido ganando real y medio-, los 

81 



han azotado y encepado cuando se han desmandado, pero en la 
República no han contado para nada. Han gozado de la gloriosa 
independencia tanto como los caballos que en Chacabuco y Mai- 
pú cargxon a las tropas del Rey”“. “El fatalismo domina en las 
creencias populares y envuelve a las masas en una atmósfera de 
una enervante indiferencia; en esa resignaci6n silenciosa de los 
pueblos orientales, sin iniciativa, sin esfuerzo por mejorar su con- 
dición. Idos hijos están irrevocablemente condenados. Sus padres 
los ven nacer sin placer y los ven morir sin dolor”“. 

Durante la mayor parte del siglo XIX, la economía chilena es 
fundamentalmente agrícola. (:asi el 80% de la población vive en 
zonas rurales antes de 1880; incluso hasta 1930 la población ru- 
ral supera a la urbana. En la agricultura predomina la hacienda 
o latifundio, en el que prevalecen relaciones sociales de tipo 
semimedieval: hay un señor-patrón o latifundista e inquilinos o 
campesinos’. El latifundista proporciona a sus inquilinos una cho- 
za y algo de tierra; además, los protege y cuida de ellos cuando 
están enfermos o viejos. Por su parte, los inquilinos obedecen y 
reverencian a su patrón, y viven y mucrcn cn la tierra*. Su nivel 
de vida es bastante precario, y están aislados de la vida urbana, 
cultural, educacional y política; esta situación dura hasta bien 
entrado el siglo XX”. 

La situación material y laboral a principios del siglo XX no es 
mucho mejor para los trabajadores urbanos. Con posterioridad a 
1880 el acelerado crecimiento de la población urbana genera 
serios problemas habkdcionales; los conventillos y cités son una 
de las soluciones. En 1910, en Santiago, el 25% de la población 
(100.000 personas) vive en 25.000 piezas de conventillos; esto da 
un promedio de 4 personas por habitación, pero “aún en 1922 
había conventillos que albergaban hasta 10 personas por pie- 
za”‘O. Estos conventillos eran “piezas alineadas a ambos lados de 
una estrecha callejuela como las cabinas de los vapores; con su 
mugre, su criminalidad, su indefensión antc cl cólera y la viruela; 
con sus muros ruinosos; con sus mujeres cocinando en cuclillas 
en plena calle”“. La tasa de mortalidad infantil alcanzaba allí al 
30%, y había un 35% dc nacimientos ilegítimos”. 

Hasta 1920, las condiciones laborales presentaban las siguien- 
tes características’? a) No había convenios colectivos, todos los 
acuerdos eran individuales y zwkzles; los contratos escritos eran 
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absolutamente desconocidos14. h) No había previsión social para 
los trabajadores, ni indemnización por accidentes labor-ales, ni 
normas de higiene o seguridad que SC rcspctascn en campos, 
minas y fábricas. c) No había duraciõn m,?xima para la jornada 
diaria; esta oscilaba entre 9 y 12 horas. d) No era obligatorio el 
descanso dominical; el Parlamento tardó 14 años en aprobar la 
ley que lo regulaba. e) No estaba prohibido pagar las remunera- 
ciones en especies, o en vales o fichas canjeables sólo cn la “pul- 
pería” o almacén del patrón. f) El trabajo infantil no estaba 
reglamentado, y representaba el 8,5% del empleo total en 190815. 

Sobre este tópico, la descripción de un escritor proporciona- 
da por Vial es bastante elocuente: “en una fábrica de hotelkas, 
dcspufs dc medianoche vi una cantidad dc pequeñuelos, algunos 
dr 8 años, tal ve7, que al lado de los hornos de fundición, semi- 
desnudos, sudaban copiosamente, con sus caras tiznadas, sus sem- 
blantes demacrados, sus ojitos soñolientos, y que debían seguir 
en su tarea (...) hasta aclarar el nuevo día”. En 1917, una comi- 
sión parlamentaria “que visitó las salitreras pudo ver niños por 
miles, y hasta de 7 u 8 años, que desempeñaban labores no ~610 
superiores a sus fuerzas, sino extremadamente peligrosas e insa- 
lubres”‘“. 

El cuadro 2.1 proporciona algunas cifras sohrc salarios relati- 
vos y costo de vida en los primeros años del siglo XX. Si se consi- 
dera que el costo del arriendo representa un 25% a 30% del 
ingreso, es posible apreciar que la mayoría de los trabajadores 
vivía en condiciones económicas sumamente precarias; esto es 
incluso válido para aquellos sectores que podrían ser considera- 
dos como de clase media (empleados públicos y trabajadores 
calificados), los cuales probablemente no vivían en conventillos y 
dehían cargar con un mayor costo de arriendo. En este cuadro es 
posible apreciar- Ldrribikri que los campesinos tenían una remu- 

neración monetaria inferior a la de un niño de la zona urbana. 
Vial sugiere que no hay que ser demasiado severo parajuzgar 

la sociedad chilena de aquel entonces. “Miremos las Pallas con 
los ojos de su tiempo, no con los actuales; no sõlo Chile, todo el 
mundo era así, y no había un modelo para copiar o adaptar”“. 
Con todo, existía un gran diferencial de remuneraciones entre el 
campo chileno y el campo argentino, lo cual ilustra que no todo 
el mundo cra así y que no cra obvio que un campesino tuviera 
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CUADRO 2.1. SALARIOS REIAl IVOS Y (:OS’I‘O KI<~.A’I‘IVO I>I< VII>/% 
EN CHILE, rwN~~:irws 1x4. SI(:I.O XX 
(TRABAJADOR (ï~i.i~i(:Ai~o IJKHANO = 100) 

Trabajador del salitre 125 
Trabajador calificado urbano 100 
Empleado público (correo) 70 
Trabajador no calificado urbano 50 
Mujer o niño (zona urbana) 25 
Campesino* 20 

Arriendo pieza conventillo (Santiago) 30 

Z%untw~obet (1951); Aylwin et al. (1986). 
* Adicionalmente cl campesino rcclbc alimentación, l+iirnda, dcrrrho a rirrras. Un peón 
gana cl mismo surldo y no tiene derecho a estas franquicias adicionales 

que ganar menos que un niño; de hecho, ese diferencial estimu- 
ló ka migración campesina a Argentina a comienzos de este siglo. 

Cabe preguntarse por qué en gran parte de la agricultura 
chilena no había competencia por la mano de obra, esto es, ipor 
qué el sector agrario dc esa Epoca operaba como una especie de 
monopsonio si había numerosos grandes predios pertenecientes 
a distintos dueíios? La explicación estaría en la existencia de una 
oferta de mano de obra perfectamente elástica al salario de sub- 
sistencia. En una economía pobre y subdesarrollada, los niveles 
de ahorro e inversión y de incorporación de tecnología son ba- 
,jos, originando bajos niveles de productividad a los cuales corres- 
pondcn bajos niveles de salarios. 

A comienzos del siglo XX, las clases sociales chilenas podrían 
clasilicarse asi: el caballero (de la aristocracia), el siútico (de la 
clase medialla y el roto (del pueblo)lg. La cuestión social co- 
mienza a ser enfrentada sólo cuando la clase medid adquiere una 
cuota importante del poder político, lo que sucede a partir de 
1920. Desde entonces, gracias al predominio y la consolidación 
de la clase media, ha surgido una mayor preocupación por los 
grupos sociales marginados, que han aumentado su incorpora- 
ción a aquélla. Como resultado de ello, a fines del siglo XX la 
mayoría de la población SC considera de clase media, y los parti- 
dos políticos tratan de posicionarse en el Centro del espectro 
pOlílic0 pardCaptarlOSVOtoS de eStdCbdSe. 
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La cuestión agraria 

ka estructura social de Chile, desde los tiempos de bd Conquista y 
de la Colonia, se estableció sobre bases agrarias; esta herencia 
social moldea el modo de vida chileno incluso durante gran 
parte del siglo XX. Una descripción, algo exagerada, pero que 
capta las percepciones sobre la estructura predominante (para el 
60% a 70% de la población) hasta comienzos del siglo XX es la 
siguiente: “Existía una aristocracia dueña de la tierra, que mante- 
nía el control de la vida nacional; y, completamente separada de 
ella, olra clase más baja, que formaba el inquilinaje permanente 
de las propiedades rurales. Cualquiera que fuese la ocupación de 
un hombre o donde quiera que residiese (en las zonas rurdles), 
pertenecía a una u otra de las dos clases: era amo o criado. 1.0s 
dueños de la tierra mandaban, y a los que nada poseían les 
correspondía obedecer”zO. 

La hacienda o latifundio asegura la mantención de este orden 
social. El latifundio es un sistema que posee elementos autárqui- 
cos y de economía de trueque, los cuales rigen incluso durante la 
primera mitad del presente siglozl: la jornada dc trabajo es de sol 
a sol; cerca del 70% de la remuneración de los campesinos es 
pagada en especies y no en dinero; los acuerdos contractuales son 
verbales, la palabra del patrón es la ley y la tradición centenaria 
inmutable es la Constitución; la existencia de almacenes-pulperías, 
administrados por los patrones, es otro mecanismo que aísla a los 
campesinos del mercado y les crea deudas permanentes, que les 
impiden abandonar la hacienda. Por otra parte, prácticamenle 
no existen organizaciones sindicales campesinas antes de 1965. Y, 
hasta 1990, tampoco el requerimiento legal de contabilidad escri- 
ta para la actividad agraria; los impuestos no se pagan sobre la 
renta efectiva sino sobre la renta presunLa, según estimaciones 
realizadas por los mismos agricultores. 

El latifundio retarda la evolución económica, social y política 
de Chile’2. En lo económico, utiliza tecnologías primilivas para 
la explotación de la tierra; dados los bajos salarios de los campe- 
sinos, no hay incentivos para la introducción de la tecnología 
moderna, que ahorraría mano de obra. En lo social, prcvalcce 
un régimen semipatriarcal, en el cual la máxima aspiración de 
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un campesino PS tener un “buen patrón”. En lo político, una 
reducida oligarquía latifundisla controla a una gran masa de 
campesinos, gozando por un largo período de una gran cuota de 
poder político. 

El cuadro 2.2 ilustra la distribución de la tenencia de la tierra 
en 1925 y en 1965 (gráfico 2.lj. En tkrminos relativos, SC observa 
que menos del 10% de los propietarios es ducho de más del 90% 
de la tierra.. (Incluso podría inferirse que esta distribucibn es 
relativamente m,7s concentrada en 1965 que en 1925). Entre esos 
años es posible apreciar un significativo incremento en el núme- 
ro de propietarios agrícolas; hay un 2,3% de expansión anual en 
el número de estos propietarios. Sin embargo, en 1965 casi el 
50% de los propietarios agrícolas eran minifundistas cuyos prc- 
dios tenían un tamaño promedio de 1,7 hectárcasz3. 

Al comienzo de la segunda mitad del siglo XX, entonces, la 
situación de la tenencia de la tierra en Chile puede resumirse 
así: considerando un total de 400.000 familias campesinas, un 
5% es duclia de los grandes fundos, un 30% es minifundista, 
otro 30% es propietaria de fundos dc tamaño mediano, y un 
35% de las familias carece de tierra (son medieros, afuerinos, 
etc.); recordemos que una alta concentración de tierra implica 
simultáneamente una alta concentración sobre la propiedad y el 
uso del aguaz4. 

Dados estos antecedentes, no es de extrañar que el tema de 
la reforma agraria haya surgido en Chile yd en la década de 
1930. “Solo una reforma agraria profunda puede salvar al país 
del desastre; los hacendados chilenos encaran hoy (década del 
30) la alternativa de entregar voluntariamente y sin compensa- 
ciones una parte de sus tierras, o perderlas por completo”‘“. Eu 

la campaña presidencial de 1938, el candidato triunfante utiliza 
el tema de la reforma agraria como uno de los pilares de su 
programa. Los partidos de izquierda comienzan a explicar cl 
retraso y el lento crecimiento económico como debidos al predo- 
minio del latifundio, el que cs considerado el responsable de la 
estructura semimedieval y semicolonial que persistía en el campo 
chileno’“. 

Con posterioridad a 1940, una serie de indicadores económi- 
cos ilustran un comportamiento mediocre del sector agrícola 
(cuadros 2.3 y 2.4): 1) Ll sector agrícola crece más lento: mien- 
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AN0 1925 (25.425000 HFCTAREAS) 

AÑO 1965 (SO.649.000 HKTARFAS) 
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CUADRO 2.2. TENEKCIA DE LA TIERRA FN CI ME. 1925, 1965 
___-_____ 
Tamaño del predio Nc de fm~firtario~ N” de hectáreas (miles) 

(hectáreas) (% sobre total) (7% sobre total, 
192.5 1965 1925 1965 

O-50 87.464 216.044 
VW (S5,2) 

51-200 12.503 23.959 
(11,4) (93) 

Mayor de 200 9.886 13.489 
RO) (5,3) 

Total 109.853 253.492 

Fuuntm:Jobct (1931), Amanda y Martínez (1970). 

836,O 1.763 
(3,s) (58) 

1.288,O 2.284 
(51) (734) 

23.301 26.602 
(nI,@ @W3) 

25.425 30.649 

tras cl resto de los sectores crece anualmente al 4,3%, la agricul- 
tura tiene una expansií>n anual de sólo 1,9%. 2) El sector exhibe 
una tasa dexciente dc generación de empleo (-0,4% anual); en 
cambio, el resto de la economía genera ocupaciones a un ritmo 
anual de 1,9%. 3) La productividad media de la mano de obra 
agrícola es sólo un 35% de aquella correspondiente al resto de la 
economía. 4) Las importaciones dc alimentos representan en las 
dtcadas del 50 y del 60 cerca del 30% del dkficit comercial, 
creando problemas en ka balanza de pagos. 

En los alios 50 y 60 se consolidan dos explicaciones distintas 
(no neCeSariamente eXChyenteS) para eSLa deficiente p~fO?WKL?LCe 

del sector agrícola. ka hipótesis estructuralista pone el énfasis en 
la estructura de la tenencia de la tierra, la cual perpetúa un 
sistema productivo arcaico. La hipótesis microeconómica neoclá- 
sica centra la explicación en la evolución desfavorable de los 
precios relativos en la agricultura, y cn la existencia de ín +:. ,_ 

negativos: la mantención de controles de precios como II. -anis- 
mo para frenar la inflación, en el que los precios de los alimen- 
tos ocupan un papel preponderante, genera una evolución de 
precios relativos desfavorable para la agricultura; a esto se agre- 
garía el elemento de incertidumbre respecto del nivel al cual se 
establecerían los futuros precios del sector. El cuadro 2.4 sugiere 
que este argumento scilo tiene validez empírica en la década de 
1960. 
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1940-1950 22 3,4 %4 22 
1950-1960 133 &l 0,3 1,7 
1960-1970 13 .5,5 -1,8 1,s 

1940-1970 13 4,3 -0,4 1.9 

hcntes. Banco Central; Meller v Rahill~ (1974) y LG& y Rola> (1974). 
” La expakh arlual del crnph cxá rîfrrida a IOs afin? 1940-P:! p 1952~f0. 
” LKlllyr al wcror agrícola. 

CUADRO 2.4. PRODUCTIVIDAD RELÍZTIVA Y PRECIOS REL;\TI~OS 

EN EI. SECTOR ACRÍCOLZ. 1940.70 

Productividad media del trabajo Precios agrícolas/Precio 
(miles de $-1965/fx1xmz) (I’GB-no agrkola) 

Agr&ltura R&o ,xctores econ. 

1940 354 100,O 100,O 
1950 42,3 111,4 106,5 
1960 48,4 139,l lOI, 
1970 70,o 199,o 85,8 

Fuenter: Elabo~adu CII lxx a Mella y Rahllv (1974) y LCni7 ~7 Roras (1974). 
Nota: Para ohrcner el empleo de 1950 se ~rilirarnn las fajas d? rwrimimro annal drl 
empleo entre 1940-52. 

La discusión sobre la cuestión agraria pareciera exagerar el 
papel de la agricultura en la evolución económica chilena. De 
acuerdo al análisis del capítulo anterior, a partir de 1880 las 
exportaciones de productos mineros (salitre y cobre) transfor- 
maron el patrõn de desarrollo económico nacional. No es en 
absolllto obvio el mecanismo por medio del cual el sector agríco- 
la latifundista logra captar los bcnclicios del crecimiento 111011o- 

exportador o, por otra parte, que actlîe romo cuello de botella 
de un crecimiento acelerado. Es más, las tensiones sociales que 
surgen a partir de 1880 se originan en las minas y en los centros 

urbanos. Dcsdc comienzos del siglo XX, ei debate político se 
concentra en las zonas urbanas. La gran habilidad política dc los 
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latifundistas radica,justamente en aislar la zona rural del debate 
político-social incluso hasta la clécada de 1930. Obviamente, ésta 
no era una situación sostenible de modo indefinido; en el 
siglo XX, con el avance de los medios de transporte y dc comuni- 
cación, era imposible que en un mismo país coexistieran una 
eslruclura social semimedievdl arcaica con una estructura urbana 
moderna. Esa gran masa pasiva y fatalista de campesinos final- 
mente tomó conciencia de que las cosas podían ser distintas; ésa 
cs la gran diferencia entre un árbol cnrakado en la tierra y un 
campesino que ha vivido en el mismo terruño en las mismas 
condiciones toda su vida. 

Ya en el siglo XIX surgen duras críticas al liberalismo económi- 
co. “iEs posible dejar que se desenvuelva tranquilamente una 
situación social en la que el inquilinaje es un ideal? La doctrina 
de la indiferencia impasible, el luiss~z-Juir~, sugiere que cso lleva 
al óptimo social; Oprimo, ipara quien?, ipara los patrones y para 
los inquilinos o sólo para alguno de éstos?“““. En efecto, “lqué es 
lo que necesitan los grandes para explotar a los chicos, los fuer- 
tes a los débiles, los empresarios a los obreros, los hacendados a 
los inquilinos, los ricos a los pobres? Sólo una cosa: libertad, o 
sea la garantía de que el Estado no intervendrá en la lucha por la 
existencia para alterar el resultado lina1 cn Pavor dc los dcsvali- 
dos. Eso es lo que el sistema de libre mercado da a los más 
poderoso@‘. 

<Y cómo ayudar a los más desvalidos a mejorar SLI situación? 

Es necesaria la intervención del Estado para el establecimiento 
de nuevas condiciones económicas y sociales (fomento de la in- 
dustria y solución de la cuestión agraria), “que saquen a las bajas 
capas sociales de la situación aslixiantc cn la que SC cncuen- 
tran”29. Se requiere de la protección del Estado para cple posibili- 
te la igualdad de oportunidades en un mundo de desiguales: “no 
hay desigualdad mayor que la de aplicar LUI mismo derecho a los 
que de hecho son desiguales”. En síntesis, “la política no es el 
arte de establecer un sistema de libre mercado; es el arte de 
satisfacer nccesicladcs sociales”3”. 
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1.2 VI \ N. SO<:,; 21.1 SM0 DE LA UNIDAD POPULAR 

Las primeras huelgas surgen despues de 1880; las primeras 
explosiones sociales, en la primera década del siglo XX. Eventos 
similares estãn ocurriendo en Europa, lo que sin lugar a dudas 
influye ideológica y pragmáticamente en el entorno nacional. 
Todo ello contribuye a la formulación, durante la década de 
1920, de importantes reformas institucionales (la Constitución 
dc 1925) y de una legislación social inexistente hasta entonces. 
Posteriormente, la cuestión social SC transforma en la bandera de 
lucha de los partidos de izquierda, los cuales “no aceptan la 
legislación reformista como solución definitiva, sino que comien- 
zan a propiciar una alteración revolucionaria de la sociedad chi- 
lena”31. 

A partir de 1950, surge una crítica doble al patrón de desa- 
rrollo: por una parte, se estima que el ritmo de crecimiento es 
muy lento; por otra, se observa que la situación distributiva no ha 
variado sustancialmente. Hasta entonces se había creído que la 
industrialización sacaría a Chile del subdesarrollo: la expansión 
del sector industrial constimiría un polo de atracción económico 
qtle generaría un incrcmcnto de ingresos y de empleos, presio- 
nando sobre el resto de la economía, particularmente las zonas 
rurales, en las que cl Pcnómeno migratorio mejoraría la situación 
de los no migrantes. Sin embargo, se observaba que la industria 
creaba relativamente pocos empleos en relación a la tasa de cre- 
cimiento de la fuerza de trabajo; además, los obreros industriales 
ganaban salarios sólo algo superiores a los de subsistencia. 

Podría decirse entonces que la solución utópica, la industria- 
lización, fkcionaha muy lentamente y no resolvía los problemas 
existentes; había que buscar soluciones más efectivas. Pero en 
realidad, en los años 50 y 60 la percepción de una crisis que iba 
más allá de un ritmo de crecimiento lento o de una democracia 
q”e ftmcionaba imperfectamente flotaba en cl aires’; algunos 
k)I-mukm la existell& de una crisis econóinico-socio-política in- 
tegral”l, otros creen estar frcntc a una crisis de todos los valores y 
certezas”4, y otros postulan el fracaso del sistema capitalista. 

A partir de 1920 comienza a generarse un desequilibrio cre- 
ciente entre la prngresiva incorporación de grupos sociales al 
proceso político y el lento mejoramiento económico de dichos 
grupos. En términos aritméticos, esto implica que el aumento 
del número de votantes es significativo y progresivamente supe- 
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rior al incrcmcnto de bienestar económico experimentado por 
estos nuevos votantes; ello se traduce en mayores presiones por 
el mejoramiento socioeconómico dc los grupos postergados. Se 
da también una especie de aceleración en las aspiraciones y ex- 
pectativas de la población, inducidas por el efecto de dcmostra- 
ción canalizado por los medios de comunicación y de transporte 
y por la mayor urbanización, particularmente de SanLiago, así 
como por la competencia política por los votos, que promete 
soluciones para todos3”. 

En consecuencia, a pesar de los grandes cambios sociales y 
económicos observados con posterioridad a 1940 en relación al 
período previo, no se han producido todos los resultados que 
gran parte de la población deseaba y esperaba. Esto produce un 
estado de gran frustración por cuanto existe evidencia suficiente 
que ilustra “que el proceso de transformación económica y cam- 
bio social que se realizó durante las últimas décadas (...) no ha 
conseguido mejorar significativamenLe la situación económica y 
social de las nlayorías”36. Es más, la política económica ha fraca- 
sado en lograr estabilidad y crecimiento. Aníbal Pinto sintetiza 
las pcrccpcioncs existentes: “Ni estabilidad, ni desarrollo”; “Chi- 
le, un caso de desarrollo frustrado”. 

BREVE FCEVISION DE IA CUESTION POLITICA 

Las distintas posiciones políticas 

Durante el siglo XIX y hasLa 1920, SC da un predominio práctica- 
mente total de la oligarquía en el manejo de la cosa pública. A 
partir de 1938, la clase media se consolida como principal actor 
político. El período 1920-38 constituye una especie de transicien 
en la transferencia del poder entre ambas clases, institucionaliza- 
da a travk de cambios constitucionales y de una nueva legisla- 
ción política y social. Este período es precedido por un lapso de 
aproximadamente treinta silos, en el que se observa un impor- 
tante aumento dc la cfcrvescencia social: numerosas huelgas y 
violentos desórdenes callejeros son reprimidos de manera san- 
grierlld. 
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La Independencia suprime institucionalmcnte los títulos de no- 
ble7a y los mayorazgos. Sin embargo, por más de un siglo persiste 
la misma estructura estamental cn la que las diferencias sociales 
están básicamente marcadas por los apellidos, los prejuicios y las 
costumbres. De 1830 a 1920 prevalece en Chile el “orden oligár- 
quico”: domina un grupo “superior” ligado a la tierra, conserw- 
dor y católico, “apegado a abolengos y prestigios”37. La imagen 
histórica arraigada de dicha época cs la portaliana tradicional: 
Chile es un país institucionalmente ordenado y estable, con go- 
biernos fuertes, basados cn la idea de una autoridad abstracta 
que sería una especie de sustituto de la anterior y lejana monar- 
quía española, esto es, “se obedece y respeta no a las personas 
como tales que detentan el mando, sino al gobernante por el 
simple hecho de serlo”. Este principio permite eludir el pcrsona- 
lismo como base del gobierno; las acciones de éste estarían res- 
paldadas y limitadas por la Constitución38. Villalobos cuestiona 
este mito portaliano y su visión institucionalista ordenadora: para 
Portales, “las Constituciones serían entelequias formales que los 
gobernantes pueden atropellar cuando juzguen que las circuns- 
tancias son extremas”. 

Hasta 1920, la política era una especie de pasatiempo o dc- 
porte de la oligarquía, un mecanismo para dar realce a la posi- 
ci6n social. “Los partidos eran alianzas entre hacendados; una 
combinación política favorable podía conceder beneficios a cier- 
tas familias”““. “Las crisis de gabinete, los duelos verbales en el 
Congreso, incluso las elecciones mismas eran vividas como algo 
en que no se arriesgaba nada definitivo”40. Las decisiones impor- 
tantes no se tomaban en La Moneda o en el Congreso, sino cn 
los centros sociales concurridos por los notables (Club de La 
IJnión, Club Hípico), y/o en las tertulias de las mansiones de 
prominentes hombres públicos; frecuentemente existían víncu- 
los familiares entre Presidentes, ministros y parlamentarios. 

No obstante, en esta etapa hay logros fundamentales. Se con- 
solida ua unidad geográfica del país por la vía de la colonización 
y de conquistas territoriales, constituyéndose el actual Chile gco- 
gráfico. ‘También se consolida institucionalmente la repfihlica, 
observándose transferencias ordenadas y regulares del poder eje- 
cutivo. Por último, es el Estado quien asume y cumple la función 
dc deGnir la nacionalidad chilena. 

93 



Pero las protestaa de los trabajadores remecen a Chile de 
extremo a extremo, “y la sangre de los que SC habían rebelado 
cae en el desierto, en las calles y cn las solitarias llanuras auslr’d- 

les; ta qué se debe esta transformación del antiguo dGci1 inquili- 
no en un obrero belicoso?“41. Estos cambios y presiones de los 
nuevos estratos sociales, hasta entonces sumamente pasivos, no 
tienen sentido para la clase dirigente, que “sigue creyendo que 
estã viviendo en medio del pueblo de cuarenta años atrás; se ha 
acostumbrado a considerarse a sí misma intangible cn su situa- 
ción, y piensa que el pueblo permancccrá como antes, tranquilo, 
sin exigencias y totalmente subordinado a sus patrones”4’. 

Lo anterior explica los planteamientos de la derecha de la 
década de 1930”“: 1) La democracia y el sufragio universal impli- 
can el reemplazo del gobierno de los hombres capaces por los 
demagogos. Para evitarlo, habría que restablecer el “voto plural”, 
esto es, algunas personas con determinadas condicivnes (“fami- 
lias bien constituidas, con educación y propiedades”) debieran 
tener derecho a más dc un voto 44 2) Defensa de la propiedad . 
privada sin limitaciones; el Estado puede intervenir en la econo- 
mía sólo para proteger la propiedad privada. 3) La pobreza cs 
algo inevitable, un hecho natural. El presidente del Partido Con- 
servador expresa textualrncntc cn 1933: “El hecho social que 
más hicrc la vista es el gran nlimero de pobres frenle al reducido 
número de ricos. Pero que esto sea así es un hecho natural 
inevitable, que existirá mientras el mundo sea mundo; está den- 
tro del plan providencial que así sea” (...) “Si todos fueramos 
ricos (...) la humanidad se moriría de hambre, y pagaría así su 

rebelión contra el castigo divino que la condenó a ganar el pan 
con el sudor de su frente. Para que los hombres puedan vivir 
sobre la tierra, cs indispensable que haya pobres y ricos. Así, 
unos trabajaran por el incentivo de la riqueza, y otros por el 
aguijjí>n de la pobrcza”45. 

En Chile, la evolución y la expansión de los partidos del 
centro y de la izquierda están asociadas al patrón de desarrollo y 
al papel protagónico que va adquiriendo el Estado; Pinto (1970) 
señala a este respecto una diferencia importante entre los cdsos 

chileno y argenCno. A Gncs del siglo XIX, el incremento de las 
exportaciones argentinas es generado por agricultores argenti- 

nos, lo cual margina al Estado del proceso económico; en el cuso 

94 



chileno en cambio. cs el Estado el principal agente nacional que 
logra captar, administrar, gaslar y distribuir parte importante de 
los recursos generados por las exportaciones (de salitre y cobre) 
en manos de inversionistas extranjeros. El sector plíhlico vincula- 
do al Estado pasa a constituir una base de apoyo importante para 
los partidos de centro; a su vez, la concentración de grandes 
grupos de trabajadores mineros es la base de apoyo de los parti- 
dos de izquierda. Cabe señalar que en Chile surgen partidos 
obreros antes de la revolución rusa de 1917. Todos estos elemen- 
tos configuran a principios del siglo una estructura sociopolítica 
relativamente avanza& en un país económicümenre subdesarro- 
llado. 

El Partido Radical es el primer partido importante dc centro, 
y se transforma (entre 1920 y 1950) en el porlavoz de la clase 

media urbana; sus planteamientos podrían sintetizarse así4”: 1) 
Crítica al capitalismo, pero no a la democracia liberal; a través de 
reformas sucesivas es posible mejorar el bienestar social de los 
trabajadores. 2) El “capitalismo individual” debiera ser sustituido 
por un régimen de solidaridad social; esto implica privilegiar el 
papel del Estado como conductor e impulsor de la economía. El 
Estado cs un instrumento crucial para materializar aspiraciones 
económicas y sociales; debe ser mediador y árbitro en la cuesti6n 
económico-social. 3) Se reconoce un derecho de la propiedad 
privada limitada, para así limitar cl poder político del capikl; con 
ello se obtendría una distribución del ingreso más equitativa, 
que generaría mayor armonía entre las clases sociales. 

El programa econúmico del Partido Radical incluía los si- 
guientes elementos: 1) La cscrategia de desarrollo estaría hasa- 

da en la industrialización; esto implicaba específicamente 
disminuir la importancia relativa de la agricultura y de la mine- 
ría. 1 Iay una especie de correspondencia entre induïtriak.dción, 
áreas urbanas y localización del aparato público, que correspon- 
de a la base de apoyo del centro político. 2) Expansibn signifi- 
cativa de la educación pública; “gobernar es educar” es el lema 
del primer- Presidente radical. La educación cs considerada el 

principal mecanismo para lograr la movilidad económica y so- 
cial. 3) Adopciõn de políticas de corte populista para mejorar la 
situación distributiva de la clase media y de los trabajadores, 
aliviando así (transitoriamente) las tensiones sociales. Esto irl- 
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cluía la cxpansihn del empleo público, aumentos de remunera- 
cioncs superiores a los aumentos de la productividad y estable- 
cimiento de controles de precios (especialmente dc los bienes 
de consumo masivo: alimentos, transporte, servicios de utilidad 
pública). 

A partir de la década de 1960, la Democracia Cristiana sustitu- 
yc al Partido Radical cumo principal partido de centro; problemas 
filndamencales que no fueron acometidos por el Partido Radical, 
como la cuestión agraria y la “chilenización” dc la GMC, quedaron 
pendientes para ser abordados por la Democracia Cristiana47. 

Ahumada (1958, 1966) proporciona una interpretación glo- 
bal de la “crisis integral” que experimenta Chile, la que constitu- 
ye la base conceptual del proyecto democratacristiano. Esta “crisis 
integral” de Chile tiene varias dimensiones. En primer lugar, la 
crisis económica, vinculada a un crecimiento lento con una per- 
sistente desigualdad distributiva. En segundo lugar, una crisis 
sociopolítica generada por dos elementos distintos: por un lado, 
una excesiva concentraciún del poder, debida a que grupos po- 

derosos logran captar “una proporcibn del esfuerzo colectivo 
que es exagerada en relación a su contribución, y conduce a 
quienes carecen de poder al ostracismo y la marginación” (1938, 
p:515). El poder es función de la organización; los grupos no 
organizados no tienen ningún poder. En cl Chile rural pre-1960, 
los campesinos tienen un poder nulo; su aislamiento y su falta de 
orgarkación han consolidado una situación dc pobreTa e igno- 
rancia4*. Por otro lado está la crisis de participación social. Es 
importdntc tener derecho a voto para elegir a aquellos que lo 
representen a uno, pero también es fundamental asegurarse que 
los elegidos “efectivamente lo representen a uno”, esto es, que 
cumplan lo que han prometido en la cdmpaña. I,a demagogia y 
el incllmplimiento de las promesas generan escepticismo en la 
gente; comienra a dar lo mismo quien asuma el poder. Una 
tercera dimensión de la “crisis integral” radica en la falta de 
solidaridad de la sociedad chilena. I,a solidaridad es el senti- 
miento que “actúa como amortiguador y lubricante de la solu- 

ción de los inevitables conflictos que existen entre los distintos 
miembros de la sociedad. Hay insuficiente solidaridad si no es 
posible movilizar- los esfuerzos comunes del grupo para realiza1 
tareas que son importantes para la vida del grupo” (p. 316). 



La “revolución en libertad” constituye la propuesta de solu- 
ción de esta crisis integral. Ahumada (1966, p. 519) sek&a: “La 
revolución en libertad no es contra la propiedad privada, ni con- 
tra el mercado, ni pro-capitalista, ni pro-estatista, ni pro-comunista. 
;A favor de qué está?, ten contra de qué está?” (...) “Está a favor 
de una sociedad ,justa en la que se haga efectiva la igualdad de 
oportunidades para que todo ser humano, independientemente 
de su cuna, pueda dar de sí todo lo que es capaz; en la que SC 
haga efectiva la igualdad ante la ley y la voluntad de las mayorías. 
Estj a favor de una sociedad eficiente que aproveche las venta.jas 
de la tecnología moderna. Está a Pavor dc una sociedad libre, 
con libertad para criticar, disentir, cambiar; libre para someter a 
quienes en nombre de esa misma libertad interficrcn con la 
libertad. Está a favor de una sociedad digna”. 

Hay gran similitud en los objetivos fundamenlales del Partido 
Radical y de la Democracia Cristiana: ambos quieren realmente 
la “modernización social”, la incorporación a la sociedad de los 
sectores marginados. Sin embargo, para la dcrccha son bastante 
más tolerables las reformas y modernizaciones sociales que pro- 
pugna el Partido Kadical que las de la Democracia Cristiana; esto 
explica el hecho de que la derecha “permita” que, en 1938, con 
un triunfo electoral de sólo 13.000 votos, llegue al gobierno “un 
viejo político, radical y masón, apoyado por una masa de plehe- 
yos”4g. La esencia del programa del Partido Radical la constiluían 
la industrialización y la expansión de la educación pública; como 
subproducto de éstas se alcanTaría la modernizacihn social. En 
cambio, los instrumentos de modernización social de 112 Demo- 
cracia Cristiana abarcaban reforma agraria, sindicalización cam- 
pesina y creación de cuerpos institucionales para organizar y 
canalizar las demandas de los sectores populares. 

IJna característica fundamental de los partidos de centro ha 
sido su reiterada defensa de la democracia liberal, sistcmatica- 
mente cuestionada por algunos grupos tanto de la derecha como 
de la izquierda. Mientras algunos miembros de la derecha han 
objetado el sufragio universal, porque “2cómo es posible que el 
voto de un roto tenga el mismo valor que el voto de un caballe- 
ro?“, desde la kquierda se ha objetado la democracia formal 
burguesa, porque “votando cada 4 allos sólo se da la apariencia 
de que hay cambios, cuando en verdad todo continúa igual: si- 
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guen habiendo explotados y exploladores”. Derecha e izquierda 
han coincidido en su cuestionamiento a los partidos de centro 
por la adopcibn de posiciones arrlbiguds. Sir1 embargo, ha sido 
precisamente el centro político cl que ha mantenido más firmc- 
mente su convicción en la democracia, velando y luchando por 
ella de una manera clara e inequívoca. ‘I‘ambién han sido los 
partidos de centro, apoyados por la izquierda, los que han pro- 
movido e impulsado la profundización de la democracia a través 
de la incorporación masiva de nuevos votantes (ver cuadro 2.5) y 
de la organización e incorporación de los grupos marginados a 
la sociedad. 

Desde la dkcada de 1930, el conjunto de los partidos de 
izquierda “postula el socialismo como su ideal de sociedad”50. 
Para ellos, los problemas económico-sociales del país están vincu- 
lados a su estructura semifeudal y semicolonial; el latifundio y el 
imperialismo son la causa de todos los males. Mientras no se 
destruyan esos cimientos de opresión no podrá instaurarse un 
nuevo sislema que permila aumenkr el bienestar efeclivo de la 
clase trabajadora 51. De aquí se infieren nítidamente objetivos pro- 
gramáticos básicos del proyecto izquierdista: expropiación y na- 
cionalización. 

Es efectivo que la izquierda cumple una fimción importante 
cn la profundkación democrática y en la creación de la inscicu- 
cionalidad formal chilena del siglo XX. Sin embargo, desde ini- 
cios del siglo, algunos altos dirigenles de la kquierda cuestionan 
la efectividad de la democracia como mecanismo para resolver la 
situación de los trabajadores. La democracia formal sólo sirve 
para conservar y cuidar los privilegios de los capitalistas burgue- 
ses->*, sólo timciona para la reducida clase privilegiada que ha 
tenido el control de todos los medios de comunicación, de pro- 
ducción y de cambio, pero no para los trabajadores ni para el 
pueblo”“. La dolorosa lección histórica que ha aprendido toda la 
izquierda es que, confrontada a la dictadura, la democracia for- 
mal, aunque lenta para resolver los problemas económicos, es 
reahlCIl~C válida, y furIddIrlcrl~dl para evitar laS ViolaCiOIlCS krri- 

bles de derechos humanos. 



Ll contexto extdmo 

Se dice que Chile ha sido un eterno imitador de patrones exter- 
nos. “Se jugó a la literatura francesa, al parlamentarismo inglés y 
a la comuna suiza. Y todo acabó en un remedo caricaturesco y 
fàllido de las formas originales”“4. Probablcmcntc ello explique 
los ímpctus dc originalidad obsewados a partir de la década del 
60: “la revoluciõn en libertad”, “la vía chilena al socialismo”, “la 
vía monelarisla par¿a JacaI‘ a Chile de América Latina”. 

La revolución rusa de 1917 estimula la creación de partidos 
comunistas en toda América Latina; se introduce así en Chile la 
noción de la lucha de clases, y los trabajadores visualizan ~111 

cJcmplo sobre cómo acceder al poder. La Gran Depresión, por 
su parte, srigiere que el sistema capitalista-democrático de los 
países desarrollados ha experimenlado una profunda crisis, csti- 
mulando la visión de futuros gobiernos de trabajadores por to- 
das partes. De hecho, los Frentes Populares suben al poder en 
Espaila y Fr-ancia. Lo mismo sucede cn Chile cn 1938, con un 
Frente Popular constituido pol- el Partido Radical y la izquierda. 

I,a "gllerra fría” que preVateCe trdS bd SegLmdd &Ierrd Mun- 
dial constituye el marco de referencia para las invasiones de los 
WKIIZ~KT norteamericanos a países latinoamericanos (durante la 
década del SO), con el fin de evitar el control del gobierno por 

miembros o simpatizantes de partidos de izquierda: la democra- 
cia sólo funcionaría en América Latina cuando los elegidos fUe- 

ran simpatizantes de Estados Unidos. Esta actitud estimula el 
sentimiento antinortcamcricano, cl que sc acentúa en los años 
60 con el triunfo y la consolidación de la revolución cubana. 
Entre 1810 y 1820, América Latina obtuvo la independencia polí- 
tica dc kkpaiia; ahora, cl rnodclo cubano itLlStraba ta víd qLle 

debería seguir América Latina para lograr la independencia eco- 
ncímira de Estados Unidos. En síntesis, bd revolución cubana ge- 

nera un desp~dzamienlo hacia la izquierda de todo cl cspcctro 
político, en toda América Latina. Las elites políticas perciben 
que gran parte del electorado es partidaria de cambios profun- 
dos en la estructura económica del país; los programas dc los 
distintos partidos comienran a incluir tópicos como reforma agra- 

ria y chileni7aciównacionalizaciõtl de la GV<?. 
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Para neutralizar el sentimiento antinortcamcricano en Amé- 
rica Latina, el gobierno de Estados Unidos decide a comienzos 
de la década del FO impulsar el programa Alianza para el Progre- 
so, orientado a acelerar el proceso de crecimiento económico en 
la región. Un mayor crecimiento económico ayudaría a erradicar 
la pobreza y, de esta manera, restaría adherentes a los partidos 
de izquierda y a los simpatizantes de la revolución cubana. La 
Alianza para el Progreso promovía dos reformas estructurales 
básicas: la reforma agraria y la reforma tributaria. 

Aumento de la participación politica 

En Chile, el cuasi-monopolio del sufragio es el mecanismo que 
otorga a la derecha el control del gobierno durante casi un siglo; 
este cuasi-monopolio se acaba en 1938. Como lo seriala Hamuy 
(1967j, el principal efecto del paso de un sistema electoral res- 
tringido a uno ampliamente representativo es la generaciõn de 
presiones por mayores cambios. Esto SC debe a que por primera 
vez una gran cantidad de gente adquiere de manera súbita “algo 
que jamás ha poseído y experimentado: poder, Poder para gene- 
rar las autoridades políticas” (p. 494). 

Cuando esta gran masa pasiva previamente marginada se in- 
corpora al sistema electoral, comienza a cjcrccr presión a través 
del voto, exigiendo al Estado que responda a sus demandas so- 
ciales y generando requerimientos sobre los recursos existentes. 
“1.a masa que se ha incorporado tan repentinamente al proceso 
elecloral chileno está transformando y trastornando todo. Tras- 
tornó a la vez el establishment y la solución de los problemas de 
desarrollo”“‘j. 

En el período previo a 1920, considerando la poblacicin en 
edad de votar, el porcentaje de votantes era igual o inferior al 
9%; dc acuerdo a las cifras, no habría habido un incremento 
significativo en el número relativo de votantes por un período dc 
45 años (ver cuadro 2.5). En otras palabras, en el orden oligár- 
quico la “democracia protegida” marginaba del sistema dc elec- 
ciones a más del 90% de la población en edad de votar; esto es lo 
que se ha descrito como “el cuasi-monopolio del sufragio (por 
parte de la derecha), que habría permitido cl acceso al gobierno 

100 



sOlo de los más capaces”. Sería interesante contar con estudios 
que examinaran cuál era el mecanismo de selección de los mãs 
capaces y que además efectuaran una cvaluación crítica de los 
resultados de dicho proceso de selecrión. 

A medida que el centro va adquiriendo mayor poder políti- 
co, se va produciendo un incremento significativo en el número 
absoluto y relativo de votantes; esto es lo que se ha denominado 
“profundización democrãtica”. Los treinta años de efervescencia 
social de 1890-1920 habrían conseguido duplicar el porcentaje 
relativo de votantes en los dieciocho silos siguientes (se llega a 
cerca del 15%). Una vez que el centro llega al gobierno (1938), 
este proceso se acelera notablemente; en poco más de una déca- 
da se ha más que triplicado el porcentaje de vokntes de 1920. El 
reconocimiento del derecho a voto de la mujer (1947) explica 
parte importante de este incremento. Posteriormente, en s610 
veinte años cl porcentaje relativo de votantes alcanza al 56% de 
la población en edad de votar (ver cuadro 2.5 y gráficos 2.2 y 
2.3): en 1970 hay un aumento de 7 wces respecto al número 
relativo de votantes de 192Oj’. 

El quiebre del “cuasi-monopolio del sufragio” de la derecha 
habría generado una paulatina disminución de su poder políti- 
co, como se aprecia en el cuadro 2.6 y en el gráfico 2.4. En 
efecto, a medida que hay una mayor profundización dcmocráti- 
czsx disminuye de manera correspondiente la votación relativa 
obtenida por la derecha. Un modelo econométrico simple per- 
mite cuantificar esta relación”“: un aumento de 10 puntos POI-- 
centuales en el porcentaje relativo de votantes (o sea, un aumento 
del porcentaje de inscritos de un 20% a un 30%) ha generado 
una disminución de G,4 puntos porcentuales en el porcentaje 
relativo obtenido por la derecha en el período previo a 1970, 
suponiendo, para simplificar, que las personas que votan una vez 
por un determinado partido político siguen votando de la misma 
manera’j”. 1.0s resultados econométricos son estadísticamentc sig- 
nificativos y permiten sugerir una hipólesis muy simple: la mayor 
participación electoral sería entonces el factor fundamental que 
explicaría la pérdida dc poder político de la derecha en cl 
siglo XX, en el que se observa la drástica reducción de su vota- 
ción en las elecciones parlamentarias desde un 70% en el per-ío- 
do pre-1920 a un porcentaje inferior al 30% en la década dc 
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CUADRO 2.5. VOTANTES y POBLKIÓS CHILEh’A (MILES DE PI~:KSONAS) 

Purluiparirin relatiori dP oolnntm rn 

PObl/Mue¡ f’obhnón ~‘l,tanle, PuDhrión Total hblnrih rn niolj 
Tot/<l ‘j PT1 PdOd dr Volar 

du VOLU, d f”/oi i%,l 
(‘i (2) (3) i4i = i-?J/Cll (5, = 1’)/121 

1870 1.943 919 31 1,fJ 3,3 
1876 2.116 1.026 79 3,s 7,s 
1 XX5 2.507 1.180 3,l 6,7 
1894 2.676 1.304 114 43 &7 
1915 3.530 1.738 150 4,2 w 

lY20 3.730 1 .x39 167 4,s 1932 4.423 2.287 343 7,s 1::: 
1942 5.219 2.666 465 83 17,4 
lY52 .í.YXi 3.278 954 lG,l 29.1 
1958 7.851 3 654 1.2YG 15,7 33,s 
1964 8.387 4.088 2.512 30,o 61,4 
lY70 9.,X)4 2202 2.923 30,s 5G,2 

1989 12.961 8.240 7.142 55.1 titi,7 
- 

Fuenlu: Bwón (1971). 
A Para aquellos años que II<> wiwi&x LW~ tm calso poblacional. se estunó la pohlarión 
total y en edad de varar en basî a las tasas dc crccimicrllo publacional entre censos. 
h Publación en I-dad de xotar soll habitantes dr PI años y más anrcs dc 1970, y dc 18 afios 
y mia pala cl puíodo posteliol; estimada en base a la intormaclón sohrc poblacló~r 
mayor dï 15 y ‘LO afio~ dr cdad, aspando proporLiorralmrnte los alios adiciunaleî 
cunespondientes a 18, 19 y 21 años. 

CUADRO 2.6. RESULTADOS DE EI.F(:(:lONES PARLAMENT.\RL%S 
CFIILPNAS, 1912.l!WI (PORCEKTAJES) 

1912 75.b 16,R 08 
1918 G5,7 24.7 0,:3 
1921 54,6 30,4 1.4 
1925 5x2 21,4 0,o 
1932 32.7 
1937 42:O 

1 x.2 57 
28,l 15,s 

1941 31 2 
1943 4317 

32,l 28.5 
27,‘) 23,o 

1949 42,0 46,7 Y,4 
1953 25,3 43,0 142 
1!)57 33,0 44,J 10.7 
19Gl 30,4 43,7 22.1 
19G5 12,5 49,0 29,4 
1969 20,o 36.3 34,R 

hm/~~ Hori,n (1471) y Vakwurlã (1978). 
Sota: En la derecha x i~~cluven los partrdo% I.ihrral y Conservador; CII el LCIILIO, los 
partidos Radical, Agrario Laborisita y Dcmóc~ata Cristiano: cn la impiîrck los partIdos 
Sorialirr;l y (:nmuniva. A partir rlr 1965, la mirad dc loa YOLOI ladicales son incluidos en 
la Iquirlda ) «tla mitad en ?l Centro. Los porcrnrajcs no vunall 100% por LUAIILO 110 
~ncluyrn a IOF indrp<.ndicntry o pxtldoa políkos 110 mrncionadur previamente. 
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VOTANTES/PORI.ACION EN EDAD DE VO’I’AR 



1960. Obviamente, es necesario un análisis más profimdo para 
explicar las causas de este fenõmeno. 

Según el sistema electoral vigente, era posible que un candi- 
dato llegara a la Presidencia con menos del 50% de los votos. 
Esta situación quiso modificarse para la elección presidencial de 
1970, estableciéndose una segunda vuelta eleccionaria entre aque- 
llas dos primeras mayorías relativas, cuando la primera mayoría 
filera inferior al 50%; sin embargo, la iniciativa no tuvo el apoyo 
parlamentario dc la derecha ni de la irquierda. 

F.l cuadro 2.7 proporciona las votaciones absolutas y relativas 
de los dos primeros candidatos en tres elecciones presidenciales 
del período 1938-70. En 1938, el candidato del Frente Popular, 
Pedro Aguirre Cerda, gana con un 48,1% de los votos y una 
diferencia de 13.000 votos sobre el segundo (Gustavo Ross); cs- 
tos 13.000 votos representan un 2,9% del total. En 1958, el candi- 
dato triunfante, Jorge Alcssandri, obtiene un 31,6% de los VOLOS 

y una dikrcncia de 33.000 votos sobre el segundo (Salvador Allen- 
de): esta diferencia representa un l,l% del total de votos. En 
1970, Salrddor Allcndc gana con un 36,4% de los votos y una 
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diferencia de 39.000 votos sobre el segundo (Jorge Alessandri); 
Cstos representan un 1,3% del local. Si se utiliza como porcentaje 
de referencia el número de votos obtenidos por los ganadores de 
estas elecciones presidenciales en relación a la población en edad 
de vota@, se observa lo siguicntc: cl candidato triunfante de 
1938 obtiene el 7,2% de los votos de la población en edad de 
votar; este pwcerlt+je aumenta al 8,8% en lY58 y al 20,5% en 
1970. Por otra parte, la diferencia porcentual entre la primera y 
segunda mayoría representa un 0,4% de la población en edad 
de votar en 1938, un 0,7% en 1958 y un O,S% en 1970 (ver 
gráfico 2.5). 

Por lo tanto, el triunfo de Salvador Allende en las elecciones 
presidenciales de 1970, por un margen relativamente estrecho, 
erd consistente con la trayectoria histórica chilena reciente; po- 
dría incluso aducirse que la representatividad clc Allende cn 1970 
es superior a la de Alessandri en 1958 y Aguirre Cerda en 1938. 
Sin embargo, cuando lo que está en juego es el cambio del 
sistema imperante, el Presidente electo supuesramenre debiera 
requerir de un apoyo ckclordl muy significativo. 

LOS DOS GOBlERNOS PREVIOS A LA UNIDAD POPULAR 

Durante el período 1950-70, la economía chilena se caracterizó 
por una alta inflación crónica, crecimiento moderado y frecuen- 
tes crisis de la balanca de pagos. De hecho, constituía uno de los 
casos tipo en la vieja controversia estructuralista-monetarista, vin- 
culada a los factores determinantes de la inflación. 

.Jorge Alessandri (1958~64), candidato independiente, fue ele- 
gido con el apoyo de la derecha. La prioridad econemica de su 
gobierno la constituía el control dc la inflación. Su perspectiva 
de largo plwo incluía dos elementos principales: i) el éxito del 
programa anLiinflacionari0, que se estimaba generaría un mejor 
entorno económico que estimularía automáticamente el creci- 
miento, y ii) los problemas distributivos se resolverían principal- 
mente a consecuencia dc la expansión económica: el crecimiento 
de la “torta” y el correspondiente rebalse (o “chorreo”) erradica- 
rían la pobreza y resolverían la cuestión social. 
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CUADRO 2.7. R~~sc~.r;\nos DE TRES EI.E(:CIONES PRESIDEKCIXES, 1938-1958-1970 



El gohierno democratacristiano de Eduardo Frei (196470) 
llegó al poder- con una mayoría absoluta de 56% del voto popu- 
lar. Su apoyo eleccionario provino dc un espectro de partidos 
políticos que abarcaban desde el centro a la derecha; se estima 
que cl voto de esta última fue fùndarnerltalInente de rechazo a 
Salvador Allende más que de apoyo a Eduardo Frei. El programa 
económico de Frei se centró en la instauración de reformas es- 
tructurales básicas, como el proceso de reforma agraria y la parti- 
cipación chilena en la propiedad de la Gran Minería del Cobre. 
La perspectiva de largo plazo democratacristiana cra lograr rc- 
distribuciõn con crecimiento, en un escenario de cambios en la 
estructura de la propiedad en algunos sectores económicos (co- 
bre, agricultura)“‘. 

El cuadro 2.8 muestra la evolución de las principales varia- 
bles macroeconómicas de los gobiernos de Alcssanclri y Frci. En 
términos generales es posible apreciar 10 siguiente para ambos 
gobiernos: el crecimiento económico fluctúa en torno al 4% anual, 
la tasa de inflación anual oscila alrededor del 26%, y la tasa de 
desempleo es cercana al 6%. La gran diferencia entre ambos está 
vinculada a la cuestión distributiva: la tasa de crecimiento de las 
remuneraciones reales es inferior al 2,0% anual durante el go- 
bierno de Alessandri, y experimenta un aumento anual de 8,0% 
durante el gobierno de Frei; además, hay una reducción en el 
nivel de desempleo en relación a su antecesor. Sin lugar a dudas, 
los trabajadores comienzan a ampliar significativamente su po- 
der de negociación durante el gobierno democratacristidno. 

En los dos gobiernos previos a 1970, entonces, la situación 
macroeconómica estaba relativamente controbdda, con una tasa 
de crecimiento moderada y estable. En cl gobierno de Frei SC 
observa adem3s un significativo incremento en el poder adquisi- 
tivo de los trabajadores; el mecanismo de re+justabilidad salarial 
incorporando la indización de 100% sobre la inflación pasada es 
establecido en este período. 

El gobierno democratacristiano emprendió algunas reformas 
estructurales básicas; éstas se aplicaron gradualmente a fin de no 
menoscabar la eslabilidad macroeconómica. Había una percep- 
ción dc que las reformas estructurales podían generar desequili- 
brios de corto plazo. Así. cuando se presentaba una acumulación 
dc presiones inflacionarias, debía darse prioridad a la restaura- 
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Alessand~ i (1338-64) 3,7 25,X 7,cl 1,X 145 ‘Y‘J 
Frci (1964’iO) x,9 26.2 5,; 8.0 154 43 

lìmdm: Banco Central, NE. 
* P~omcdio arx~A del período presidencial. 
” Período IYliO-ti4 para el gobierno de Alcssnndri. 
‘Valor para el último año del períod«. 

ción de la estabilidad macroeconómica. El proceso dc reforma 
agraria se llevó a cabo para modificar el patrón existente de 
tenencia de la tier-ra e incorporar a los campesinos a la estructu- 
ra política y económica. La “chilenizacion” de la GMC consistió 
en adquirir mediante negociaciones una participación de 51 %I 
en la propiedad de las grandes minas; este proceso se inició en 
1967, cuando la Corporación del Cobre (CODELCO) compró el 
51% de la mina El Teniente a la Kennecott en US$80 millones, y 
adquirió un 25% de las minas Andina y Exótica. Tras estos acuer- 
dos hubo un alza significativa del precio mundial del cobre, lo 
que aumentó las utilidades de las companías; esto gcncró mayor 
presión sobre el gobierno de Frei para expandir la propiedad 
estatal de las grandes minas de cobre. En 1969, el gobierno com- 
pró el 51% de las minas de Chuquicamata y El Sahador en 
LJS$ 180 millones, pagaderos a una tasa de interés anual de 6% 
durante los siguientes doce años”“. 

La década de 1960 SC caracteriza por un agudo incremento 
en la actividad política y social. El numero de votantes inscritos 
aumentó de 1.500.000 en lY58 a más de 3.500.000 en 1970, esto 
es, un lSO’% en sólo doce años. Por otr-a parte, el número de 
personas afiliadas a los sindicatos, que había permanecido prácti- 
camente constante desde 1950, se duplicó durante el gobierno 
de Frei. En un intervalo de seis años, la sindicalización dc obrc- 
ros aumentó cn 38%, la de empleados en 90%~~ y los campesinos 
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19J2 
1952 
1960 

421 .',4.801 421 
1.982 283.383 15 1.035 1.997 
1.892 271.141 23 1.825 1.915 

1965 2.026 290.533 33 2.126 2.059 
1970 4.001 436.974 510 114.112 4.511 

Fwnt~: 111 Mrnwjr Pr~sidcnrr Allcndc antc <hr~grcio Naciord, 1373. 

54.801 
284.418 
272.Y66 
292.661 
5?i1.086 

sindicalizados subieron de 2.000 personas en 1964 a más dc 
114.000 personas cn 1970 (ver cuadro 2.9). 

Hacia fines de la década, la evolución de las variables del 
sector externo era bastante positiva (ver cuadro 2.8). Las exporta- 
ciones totales alcanzaron a US$ 1.112 millones, con una participa- 
ción del cobre superior al 75%. El período 1968-70 SC benefició 
del alto precio mundial del cobre, que alcanzõ durante estos años 
el nivel más alto en términos reales. En lo que se rcfierc a las 
rcscwas intcrnacionalcs, su nivel se había mantenido siempre en 
la zona de dos dígitos antes de 1968. El nivel relativamente alto de 
reservds alcarlcddo en 19'70 (US$ 394 millones, esto es, casi cinco 
meses de importaciones) fue considerado por el gobierno de Frei 
como indicador de un desempeño económico responsable. 

La pcrccpción popular sobre el gobierno de Frei en 1970 era 
una mezcla de reconocimiento y decepción. Por una parte, se 
reconocía su buen dcscmpcîlo inicial durante los primeros tres 
años, en los que había aumentado el crecimiento y se había 

reducido la infkación. Pero, paralelamente existía una sensación 
de expectativas frustradas ante la mayor participación política y 
social y el resultado económico. Es interesante hacer notar que a 
pesar del notorio y sostenido aumento de los salarios reales du- 
rante el gobierno de Frei el numero de huelgas creció en forma 
considerable (ver cuadro 2.10). La austeridad macroeconómica 
que prevaleció a partir de 1967 para contener las presiones infla- 
cionarias no fue apoyada ni comprendida por la mayor parte de 
los trabajadores, aun cuando no hubo deterioro acumulado de 
los salarios reales ni un aumento significativo del desempleo. 
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No obstante las reformas estructurales iniciadas, la evalua- 
ción del gobierno de Frei por parte de la Unidad Popular fue 
bastante drástica: “no consiguió romper cl patrón tradicional de 
las estructuras económicas”, esto es, un gobierno reformista que 
no fue todo lo rupturista que cra necesario (ver referencias en 
Pinto, 1970). 

VISION DF. 1 A UNIDAD POPULAR SOBRE 
LA ECONOMIA CIIILENAG’ 

~kzgnhtico de la linidad Popular 

De acuerdo a la IJnidad Popular (u.P.), la economía chilena 
tenía hacia 1970 cuatro características timdamentales que de- 
bían ser corregidas: monopólica, (externamente) dependiente, 
oligárquica y capitalista”“. 

Los siguientes indicadores par-a la década de 1960 eviderl- 
cian el grado de concentración de la economía: a) 248 firmas 
controlaban todos y cada uno de los sectores económicos, y el 
17% de todas las empresas concentraban cl 78% de todos los 
activos”“. b) En la industria, el 3% de las firmas controlaban 
más del 50% del valor agregado y casi el 60% del capital. c) En 
la agricultura, el 2% de los preclios poseían cl 55% de la tierra. 
d) En la minería, tres compañías norteamericanas controlaban 

Ia producción de cobre de la Gran Minería, que representaba el 
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UN SICKO DE ECONOMI‘: POLrrIC, c.HI,.Ex.~ (lXYO~l99”) 

60% de las exportaciones chilenas en 1970. c) En cl comercio 
mayorista, 12 empresas -0,5% del total- daban cuenta del 44% 
de las ventas. f) En la banca, el banco estatal (Banco del Esta- 
do) controlaba casi el 50% de los depGsitos y los creditos, y 3 
bancos privados (de un total de 26) controlaban más del 50% 
del remanente”‘. 

Supuestamente, estos grandes monopolistas habían incremen- 
tado su participacicín y sus utilidades gracias a numerosas medi- 
das especiales, COIIIO líneas de crédito prcfcrcnciales, subsidios, 
incentivos tributarios especiales, diferenciales de aranceles y ac- 
ceso especial a las divisas”s. De acuerdo a un analista de la U.P., 

“cl rol del Estado ha sido siempre favorecer al gran capital mo- 
nopolista y SLIS intereses f~mdamentales”“g. 

En cuanto a la dependencia externa dc Chile, se señalaba 
que: a) La naturaleza monoexportadora del país, con el cobre 
representando más del 75% de las exportaciones totales, implica- 
ba que las fluctuaciones del precio en los mercados mundiales 
ejercían un gran impacto sobre la balanza de pagos chilena y 
sobre los ingresos del gobierno. b) Las remesas de utilidades por 
extranjeros representaban alrededor del 20% de las exportacio- 
nes. c) De las 100 firmas industriales más grandes de fines de la 
década de 1960, 61 tenían participacihn extranjera. 

Según Vuskovic (1970), la significativa presencia de firmas 
extranjeras provocaba una alta dependencia externa porque la 
tecnología importada determinaba que los métodos de produc- 
ción en Chile se copiaran del exterior, y porque Chile adquiría 
también los patrones de consumo de los países desarrollados 
(“efecto de demostración”). Además, la burguesía chilena empe- 
zaba a adquirir un patrón de preferencias e intereses que se 
identificaban más con el capital internacional que con los interc- 
scs nacionales. 

La característica oligárquica era fimdamentddd aludiendo a 
la situación de la distribución del ingreso en los años 60. Mien- 
tras el 10% más pobre de la población tenía una participación de 
1,5% en el ingreso total, el 10% más rico abarcaba el 40,2%. La 
razón entre el ingreso de ambos grupos era de 1 a 27’O. 

Dadas las características anteriores, y desde el punto de vis- 
ta de la IJ.P., los frutos del desarrollo económico chileno se 
concentraban CII una pcqucña elite privilegiada. De acuerdo a 



Vuskovic, este proceso se perpetuaba de la siguiente forma: i) 
ua distribucibn desigual del ingreso generaba un patrón de con- 
sumo y demanda determinado; el mercado estaba dominado 
por los bienes demandados por los grupos de alto ingreso. En 
consecuencia, ias firmas producían fundamentalmente para sa- 
tisfacer este tipo de demanda, ii) existía un sistema productivo 
dual, con un sector moderno de alta tecnología y otro sector 
atrasado. Sólo cl primero incorporaba el progreso tecnológico 
a la producción de bienes para los grupos de alto ingreso, en 
tanto que el sector atrasado permanecía estancado. La crecien- 
te participación de la inversión cxtranjcra reforzaba esta cstruc- 
tura dual, y iii) debido al volumen total relativamente reducido 
de bienes demandados por los grupos de alto ingreso, y dado 
su amplio espectro de consumo, las firmas modernas operaban 
a una escala inadecuadamenre baja, co11 un nivel reducido de 
eficiencia. En consecuencia, la estructura de la producción era 
ineficiente, ya que se producían principalmente bienes no esen- 
ciales. Ida pequeña escala de producción conducía a una mayor 
concentración, que reforzaha el sesgo inicial del patrón de dis- 
tribución del ingreso. 

Se trataba de un círculo vicioso, en el que el patrón inicial 
de distribución desigual del ingreso generaba una estructura 
productiva altamente monopólica que acentuaba el sesgo exis- 
tcntc cn la distribución del ingreso. ka ecoriorriíd se volvía más y 

más orientada hacia la satisfacción de los patrones dc consumo 
de los grupos de ingreso alto, mientras los sectores productivos 
que generaban bienes esenciales o básicos para la mayoría pcr- 
manecían estancados. Las desigualdades en el ingreso y la rique- 
za conducían a un alto grado de concentración del poder; de 
este modo, la interrelación entre el poder político y el econó- 
mico refc>rLaba la estructura prevaleciente en el país. A fin de 
cambiar las condiciones económicas, SC requería alterar sustdn- 

cialmente la estructura de propiedad. Esto generaría un patrón 
diferente de demanda que csCmularía la producción de los bie- 
nes básicos consumidos por la gran mayoría. Así los recursos 
económicos no serían despilfarr-ados en la producción de bienes 
no esenciales”. 
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El programa de ka C.P. hacía una afirmaciún explícita de su natu- 
raleza antiimperialista, antioligárquica y antimonopólica, que mar- 
caba el tono de los profundos cambios estructurales que proponía 
realizar, los que irían en bcncficio de los trabajadores en general 
(obreros y empleados), de los campesinos y pequeños empresa- 
rios, esto es, de la inmensa mayoría nacional. El gobierno de la 
U.P. iba a ser un experimento histórico en el que la transición al 
socialismo se daría a través de ka estructura institucional exislen- 
te. Para facilitar esta transición sc rcqucrían dos elementos: la 
estatizaci6n de los medios de producción y una mayor participa- 
ción popular. 

Los objetivos políticos de ka U.P. fueron formulados muy cla- 
ramente”. El propósito declarado era el establecimiento del ré- 
gimen más democrático de la historia de Chile a través del traspaso 
del poder desde los grupos dominantes a los trabajadores. Para 
ello, los trabajadores chilenos tendrían que adquirir poder reccl, y 
usarlo cfcctivamcntc. El propósito de los cambios estructurales 
era “superar el capitalismo”. 1.0 que estaba en juego era el reem- 
plazo de la estructura económica imperante por la construcción 
del socialismo. 

Las reformas estructurales de la U.P. abarcaban un amplio 
rango: a) Nacionalización de los principales recursos del país (la 
Gran Minería del Cobre, carbón, salitre, hierro y acero). 1~) Ex- 
pansión del Area de Propiedad Social, a través de la estatización 
de las empresas industriales más grandes. c) Intensificación de la 
reforma agraria. d) Estatización del sistema bancario. e) Control 
estatal de las principales firmas mayoristas y distribuidoras. 

En síntesis, las reformas estructurales se dirigidn a depositar 
el control de los medios de pl-aducción en manos del Estado. Las 
ventajas y la racionalización de este objetivo estaban en que73, si 
el Estado obtenía el control de los medios de producción, estaría 
en mejor posición para adoptar decisiones económicas que con- 
sideraran en forma preferente el bienestar de los trabajadores. 
Este control produciría un aumento del excedcntc económico 
controlado por el Estado. Con los recursos adicionales ohteni- 
dos, el Estado podría planificar y guiar el desarrollo económico 

114 



en una direcciõn que favoreciera a la gran mayoría. De hecho, 
“cl problema principal no es la eficiencia sino el poder, esto es, 
tquién controla la economía y para quién?” (...) “Lo que está en 
juego es la propiedad de los medios de producción por una 
pequeña minoría; cntonccs, las cucstioncs económicas reales son: 
quién tiene el poder de fijar los precios y por lo tanto las utilida- 
des, y quién captura el excedente económico y decide cómo 
reinvertirlo” (...) “Centrar la discusión en la eficiencia elude dis- 
cutir quien detenta realmente el poder econ6mico y por qué 
una pequeña minoría que posee los medios dc producción es 
capaz de subyugar a la mayoría”. En palabras del ministro de 
Economía Pedro Vuskovic, poco dcspubs de que Allcndc asumie- 
ra la presidencia, “el control estatal está proyectado para destruir 
la base económica del imperialismo y la clase dominante al po- 
ner fin a la propiedad privada de los medios de producción”s4. 

Una corriente de opinión dentro de la Unidad Popular soste- 
nía que las políticas macroeconómicas de Corto plazo eran com- 
plcmcntarias y en apoyo de las reformas estructurales, 
demostrando así que “es posible realizar reformas estructurales 
profundas y, al mismo tiempo, alcanzar importantes resultados 
positivos en la redistribución del ingreso, el crecimiento, la infla- 
ción y el empleo”7-5. Esto, según se ha explicado, se debía a que 
aun las políticas macroeconómicas tradicionales llevan implícito 
un elemento de clase: “las políticas de corto plazo, por defini- 
ción, son una hcrramicnta para mantener el statu que”: no sólo 
son la expresiõn de un cierto ambiente institucional, sino que 
también se orientan a su consolidación. En este sentido, kas polí- 
ticas macroeconómicas de la U.P. no pueden analizarse por sepa- 
rado: “esto sería un grave error analítico (...) ellas deben 
examinarse en el ambicntc prcvalcciente que proporcionará la 
rarionalizaci6n de por qué se hiïo lo que se ha hecho”‘“. 

En LIIXI pcrspcctiva dilerente, se ha argumentado que el con- 
trol de la inflación era realmente un objetivo clave para la IJ.P., 
debido a razones políticas y económicasY’. A nivel político, la U.P. 

había anunciado durante la campaña que derrotaría a la infla- 
ción, y criticaba a los gobiernos anteriores por su incapacidad 
para controlar este problema. Por otra parte, debido a la proxi- 
midad de las elecciones municipales (marzo de 1971), el gobier- 
no de la U.P. quería mostrar rápidamente un indicador de éxito. 
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A nivel económico, dado que la redistribución del ingreso SC 
llevaría a cabo mediante aumentos de los salarios nominales, era 
importante reducir la inflación par-a asegurar un incremento de 
los salarios reales. 

Un elemento clave de la política macroeconómica de la U.P. 
fue el alto nivel de capacidad no utilizada y desempleo de la 
economía chilena, así como de las reservas internacionales y los 
inventarios industriales. Los economistas de la UY. no hicieron 
comentarios respecto de las limitantes relativas a los niveles de 
capacidad específicä sectorial, que pueden ser muy diferentes de 
las cifras globales, y a que la utilización de la capacidad disponi- 
ble no utilizada es una holgura “por una sola vez”78. Una percep- 
ción mccanicista sugcríd implícitamente que las t~dnsfor.mdcioncs 
estructurales ayudarían rápidamente a resolver los problemas ma- 
croeconómicos. 

La política antiinflacionaria de la U.P. se basaba en los si- 
guientes pkdnteamientos 7g: (a) La inflacihn es en realidad un 
fenómeno estructural. El control de precios, la eliminación del 
sistema de mini-ajustes cambiarios y la nueva estructura econó- 
mica detendrían la inflación. (b) El control estatal de la mayor 
parte del aparato productivo y de comercializacicín sentaría las 
bases para terminar con la infiación. (c) Dados los controles de 
precios y los reajustes salariales, los salarios subirían más que los 
precios, lo que llevaría a una reducción de la tasa de utilidad 
unitaria. Sin embargo, considerando la existencia de capacidad 
no urilirada, el aumento de la producción y de las ventas com- 
pensaría la declinación de las utilidades unitarias, manteniendo 
el nivel global de las ganancias. 

Según el ministro de Hacienda de ka Li.P., los efecLos de las 
medidas anteriores implicarían que en muy breve plazo “los au- 
mentos de precios desaparecerán y en el futuro se recordará la 
inflación como una pesadilla de gobiernos anteriores, que eran 
los sirvientes del gran capital”sO. El programa de la 1J.P. contenía 
una ViSi 1IliS moderada, SegÚ11 bd CLId bd irlfldCi611 desaparece- 

ría debido a las medidas antimonopólicas y al apoyo de la mayo- 
ría de bd población. 
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LA SI’I‘UACION MACROECONOMICA DIJRANTE 
LA UNIDAD POPULAR 

Politicas populistas 

Se ha argumentado que el gobierno de la U.P. aplicó un conjun- 
to de políticas macroeconómicas de corte netamente populista 
cuyo propósito habría sido conseguir una rápida reactivación 
con una acelerada redistribución 8’. De acuerdo a este paradigma 
populista, las polílicas expansivas generan inicialmente un eleva- 
do crecimiento con aumento de remuneraciones reales en el 
que los conlroles de precios reprimen las presiones inflaciona- 
rias; la primera etapa de un programa populista exhibe resulta- 
dos muy exitosos, en los que se observa simultjneamente un 
gran crecimiento con menor inflación y un mayor poder adquisi- 
tivo por parte de los trabajadores. Pero, en la segunda etapa, la 
fuerte expansión de la dernmdd genera desequilibrios crecien- 
tes: los inventarios se agotan, el sector externo actúa como válvw 
la de escape pero las divisas comienzan a escasear; todo esto 
estimula el proceso inflacionario, la fuga de capitales y la dcsmo- 
nelización de la economía. El sector público experimenta eleva- 
dos déficit al utilizar subsidios para los bienes de consumo masivo 
y para el tipo de cambio; al mismo tiempo cae (en términos 
reales) la recaudación, y el déficil público aumenta considerable- 
mente. La tercera etapa finaliza con los intentos del gobierno dc 
aplicar una política de ajuste antiinflacionario, reduciendo los 
subsidios y disminuyendo los salarios reales. Postcriormcntc, otro 
gobierno COII mayor credibilidad aplicará un duro programa es- 
tahikador ortodoxo cuyas consecuencias son el desempleo y la 
pérdida de poder adquisitivo de los grupos de bajos ingresos. En 
síntesis, este paradigma populista inflige “un costo terrible a aque- 
llos mismos grupos a quienes se intentaba favorecer”“‘. 

América Latina ha vivido numerosas experiencias populistas; 
sistemiticamente, todas ellas han terminado en un rotundo fra- 
casuxs. Erl~rlces, ipor qué siguen surgiendo estos experimentos 
y por qué no modifican su curso de accibn cuando están fraca- 
sando? Sachs (1990) sugiere que los economistas populistas no 
comprcndcn la envergadura de los riesgos envueltos en el tipo 
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de medidas que adoptan; como la experiencia populista es exiro- 
sa al comienzo y aumenta la popularidad del gobierno, los cues- 
tionamientos relativos a los crecientes desequilibrios son 

desechados como meras (y molestas) observaciones técnicas. Algo 
surgirá para resolver dichos problemas (esto es lo que Sachs 
denomina “soluci6n rrrágica” o del tipo deus en machz~zn) o, tam- 
bién, los problemas futuros serán resueltos por las transformacio- 
nes estructurales que se están realizando en el presente. Sin 
embargo, es preciso entcndcr que los desequilibrios crecientes 
que finalmente conducen al colapso son consecuencia del éxito 
excesivo de la fase inicial. 

No obstante, y a pesar de que la prescripción de las políticas 
macroeconómicas de la 1J.P. coincide totalmente con las de un 
gobierno populista típico, Bitar (1979) y Larraín y Meller (1990) 
sostienen que estas políticas expansivas eran realmente un mcca- 
nismo para obtener una fuerte base de apoyo político que permi- 
tiera posteriormente llevara cabo cambios radicales en ka economía 
y en la sociedad chilena+. “Está fuera dc dudas que la meta 
fundamental dc todo el experimento era esta transformación 
radical y no simplemente un mejoramiento de la distribución del 
ingreso y una tasa más alta de crecimiento. L,o que planteaba la U.P. 

era nada menos que la sustitución de un sistema capitalista por ull 
modelo socialista y su intenciún real cra conseguirlo”8”. 

T,a mn111~ión de lu macroeconovnia 

Un comienzo nuspicioso: 1971 

La economía chilena vivi un auge sin precedentes cn 1971, 
como resultado de políticas económicas altamente expansivas. Se 
experimentó 1111 mejoramiento generalizado en el nivel de vida 
de la población, y una sensación de éxito total entre los líderes 
de la U.P.86 Con todo, un análisis frío de la situación económica 
permitía percibir desequilibrios crecientes, como veremos. 

Según kas variables macrocconómicas tradicionales, el primer 
año del gobierno de la L~.P. alcanzó resultados relativamente es- 
pectaculares para la economía chilena (cuadro 2.11): 1) La tasa 
anual de crecimiento del PGB llcgõ al 8,0%, mucho más alta que 
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CUADRO 2.11. Evo~rrc.~ón- DE LAS PKIN<:IPAI.k,S VARIABLES 

MACROECONó\1lCAS, 197@7:5 (PORC:EN’U.JES) 

1070 

Tasi dr crwimicnto económico (PGB) 3,ti 
Taïa de inflación anual (IPC) Yb,1 
Tasa nacional de desempleo $7 
Incremento anual de los salarios reales 8,s 

Funztr: Banro (:entral, CIEPLAN, ODEPIm. 
*Corresponde a 1”s res p~in~roa trirncatrcs dc 1973. 

1971 1972 1973 

WJ fJ,l 4,3 
22,l 2fx,5 605,l 
3,8 $1 48 

22,5 -1 Ii, -25,X' 

el 3,6% del año anterior y la más alta desde 1950s7. 2) La infla- 
ción disminuy<) de SS,l% en 1970 a 22,1% en 1971. Es interesan- 
te notar que, durante cl primer trimeslre de 1971 (había 
elecciones municipales en marzo), la tasa de aumentos de pre- 
cios se había reducido a nivclcs muy bajos respecto de las cifras 
normales en Chile: la inflación fue de 3,4% como tasa acumula- 
da anual, en comparaci<in con 16,2% en el período equivalente 
de 1970. 3) El desempleo nacional registró una importante caí- 
da, de 5,7% cn 1970 a 3,8% en 1971; esta última cifra era la m;is 
baja registrada en las estadísticas chilcnasss. Los datos wimeslra- 
les de desempleo en el (kan Santiago muestran una reducción 
de los desocupados dc 8,3% en el cuarto trimestre de 1970 a 
3,8% en el cuarto trimestre de 1971. 4) Los salarios medios rea- 
les aumentaron en 22,3%. 

Otro resultado interesante corresponde al mejoramienlo de 
la distribuci<jn del ingreso en forma global y específicamente 
entre los trabajadores: los trabajadores de b+jos salarios tuvieron 
incremcn~os del salario real mayores clue los trabajadores con 
salarios relativamente altos (cuadro 2.12). Los salarios mínimos 
reales para obreros aumentaron en 39% durante 1971, en tanto 
que los salarios mínimos reales para empleados se incrementa- 
ron “sólo” en 10% en el mismo período. DC cstc modo, el dife- 
rencial entre los salarios mínimos para obreros y empleados 
disminuyó de 49% (1970) a 35% (1971). La reducción de la 
brecha entre obreros y empleados fue bastante menos pronun- 
ciada en términos de la evolución de los salarios medios reales: 
mientras el salario medio real para obreros aumentó cn 20%, el 
dc los empleados lo hizo en 19%. Es así romo la participación 
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del trabajo en el PGB subió de 52,2% (1970) a 61,7% (19’71), 
siendo el valor promedio de esta variable durante el período 
1960-69 de 48,4%. 

Estos resultados se obtuvieron por una combinación de polí- 
ticas orientadas principalmente a obtener un aumento de ka de- 
manda agregada. IA política salarial implicaba, como ya se vio, 
incrementos del promedio de los salarios anuales reales de 22,3%, 
obviamente muy superiores a incrementos de la productividad. 
I,os gastos del gobierno central crecieron en 36% en términos 
reales, aumentando la participación del gasto fiscal en el KB de 
21% (1970) a 27% (1971). Como parte de esta expansión, el 
sector público se embarcó cn un gigantesco programa de vivierl- 
da. comenzando la construccien de 76.000 casas en 1971, en 
comparación con 24.000 en 1970. Finalmente, la política mone- 
taria fue acomodaticia, para no afectar la expansión de la de- 
manda y de la producción: M, aumentó en 119% durante 1971sg. 

Tales medidas económicas se apoyaron en controles genera- 
lizados de precios. Con reajustes nominales de salarios sobre 
50%, los gastos nominales del gobierno aumentando en más de 
60% y la oferta monetaria subiendo en más de lOO%, la tasa 
anual de inflación de 19’71 (22,1%) parece sorprendentemente 
baja. El fenómeno se explica por los controles de precios en el 
sector privado y la congelación de tarifas y precios en el sector 
público”“. 

Dos razones explican el éxito relativo de los controles de 
precio@‘. Primero, el gobierno obtuvo el control directo e indi- 
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recto de los diferentes eslabones de la cadena entre la produc- 
ción y el consumo, a tr-av& de numerosos cambios instituciona- 
les. Se ampliaron las funciones fiscalizadoras de las agencias 
públicas de comercialización y control que ya existían y se crea- 
ron otras nuevas; también se est¿iliLaron las principales firmas 
prwadas mayoristas y distribuidoras. Ademãs, a través de la inter- 
vención del gobierno las fàcilidddes de líneas de crédito banca- 
rias se conectaron a acuerdos de fijación de precios. Finalmente, 
se crearon comites de vigilancia de los consumidores en los ve- 
cindarios (las JM, .Juntas de Abastccimicntos y Precios), que de- 
bían velar por que las tiendas locales acataran los precios oficiales 
y mantuvieran la existencia de mercaderías. En segundo lugar, cl 
ambiente global de reformas estructurales, y el que muchas Cr- 
mas hubieran sido expropiadas o intervenidas por el gobierno, 
inducía a los cmprcsarios a seguir las directivas oficiales de pre- 
cios. Era muy arriesgado no hacerlo: “los empresarios debían 
perwarlo dos veces antes de violar los precios oficiales porque 
este gobierno no era como los anteriores”g*. 

En consecuencia, la sobreexpansión de los salarios reales cn 
1971 estuvo relacionada en forma significativa con la efectividad 
de los controles de precios. Sin embargo, los reajustes salariales 
de los trabajadores sobrepasaron los límites establecidos por el 
gobierno de la 1J.P. con la CUT (Central Unica de Trabajadores), 
a pesar dc que Csta estaba controlada por los partidos políticos 
de la LJ.P. La larga tradición de los sindicaros de maximizar los 
reajustes salariales, y la competencia de los líderes sindicales de- 
mocratacristianos, que procuraban mejorar la oferta de sus riva- 
les de la U.P. para ganar popukdriddd entre los trabajadores, 
explican este comportamicntog3. 

A pesar del deslumbrante cuadro global, varios indicadores suge- 
rían la presencia de un dcscquilibrio creciente a lo largo del 
año. 

El déficit prcsupucstario gcncral del gobierno aumentó de 
3,5% del PGB (1970) a 9,S% (1971). A un nivel más amplio, el 
déficit público consolidado no financiero aumentó de 6,‘7% a 

15,3%. El crédito, sólo al sector ptíblico, creció en 124%; mãs del 

121 



90% del crédito proporcionado por el Banco Central al sector 
público tenía la forma de dinero primario. Esca era una de las 
causas del cr-ecimiento de 119% de M,. En resumen, la política 
monetaria estaba totalmente fuera de control. Por su parte, el 
nivel de las reservas internacionales sufrió una reducción de 59%. 

La pérdida dc reservas podría haber sido mayor, pero en no- 
viembre el gobierno suspendió el scwicio de la deuda externa y 
entró en negociaciones de reprogramación. 

La balanza comercial varió de un superávit de US$95 millo- 
nes (1970) a un déficit de LJS$90 millones (1971), siendo la 
abrupta caída del precio mundial del cobre el principal factor de 
tal deterioro. Drásticos controles de las importaciones, en pre- 
sencia de una apreciación del tipo de cambio, evitaron un mayor 
déficit comercial externo csc afio. Además de los controles cam- 
biarios, la principal herramienta para este control de las importa- 
ciones fue el requerimiento de un depósito previo de lO.OOO%, 
una disposición existente que el gobierno de la U.P. utilizó inten- 
sivamente, aumenldndo en forma significativa el número de pro- 
ductos contemplados en ella. 

En tanto que el nivel de consumo global crecií, en 12,4% 
durante 1971, la inversión bruta total cayó en 2,3%: mientras ka 
inversión pública aumentaba un 10,3%, la inversión privada se 
reducía cn -113,8%“~. 

Dado el abrupto incremento de los salarios reales y los estric- 
tos controles de precios, se produjo necesariamente una contrac- 
ción de las utilidades del sector productivo. 

Las primeras señales de escasez empezaron a aparecer duran- 
te el segundo semestre de 1971. No fuc considerada como un 

problema serio por los economistas de la U.P., sino más bien como 
el resultado natural de las políticas de redistribución del ingreso y 
como un síntoma de un dcscquilibrio del pasado. El importante 
aumento del consumo de carne (18%), por ejemplo, ftle relacio- 
nado con la redistribución. En cl pasado, una familia de alto 
ingreso consumía 180 kg/año, mientras que una familia de bajo 
ingreso consumía sólo 20 kg/año. Por lo tanto, una redistribución 
del ingreso hacia las familias de bajos ingresos tenía ncccsaria- 
mente que aumentar el consumo global de carne, sobre todo si se 

consideraba que los grupos de menores ingresos tienen una ma- 
yor propensión al consumo que los de mayores ingresosgg. 
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En respuesta a bd crítica de que la economía se estaba rcca- 
lentando, algunos economistas de la LJ.P. argumentaron que “... si 
la política de redistribución del ingreso hubiera fr-acasado, si la 
po1íLica antiinflacionaria hubiera fracasado, no hay duda de que 
habría habido suficiente capacidad no utilizada, reservas interna- 
cionales y existencias de mercaderías, porque cso habría sido 
una repetición del mecanismo tradicional de ajuste de años ante- 
riores. El éxito de la política económica (de la u.P.) está.justd- 

mcntc relacionado con la desaparición de las variables 
restrictivas”g”. 

A fines de afio yd había demasiadas señales que apuntaban 
hacia mia aceleración significativa de la inflaciAn en 1972: el 
gran inkemento de la oferta de dinero, el alto déficit fiscal, cl 
nuevo reajuste dc salarios de cncro dc 1972, la imposibilidad 
práctica de una contracción adicional de las utilidades del sector 
producGvo, cl agocamicnco dc los abastecimientos y existencias, 
la fuerte contracción de las reservas internacionales y la apari- 
ción de mercado ncgr-o par-a muchas mercaderías. Sin embargo, 
la reacci6n de las alltoridddes fue prácticamente nula. Mientras 
en los discursos oficiales de 1970 se consideraba a la inflación 
como una variable clave, en la exposición al país del ministro de 
ITacienda (noviembre de 1971) no se dijo gran cosa al respeclo. 
La única mención fue para señalar que SC mantcnclría durante 
1972 la misma política antiinflacionaria de 1971. 

Declinación y colapso total: 1.972-73 

Como sucede con todos los gobiernos populistas, la declinación 
y el colapso total del experimento de la lJ.P. son una clara conse- 
cuencia de las “exitosas” polílicas sobre-expansivas. El Pavorablc 
resultado inicial aumentó la popularidad del gobierno de Allen- 
de, y las críticas por la presencia de diversos desequilibrios sc 
descartaron como meras obsecraciones técnicas. Por otra parte, 
el gobierno de la U.P. se hallaba frente a un difícil dilema: una 
reducción de los salarios rcalcs cra una condición necesaria para 
atenuar los desequilibrios existentes, pero esa solución perjudi- 
caría su imagen progresiscd y revolrlcioriar-ial’. 

Varios economistas y sectores del gobierno de la LJ.P. “estima- 
ron imposible proseguir la política expansivaredistrihutivd”, su- 
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giriendo plantear que 1971 había sido el “año de la redistribu- 
ción”, pero que 1972 tendría que ser el “año de la acumula- 
ción”“s. Sin embargo, nada se hizo, ni ajuste ni modificaciones 
en la política económica. En la discusión respecto a qu& medidas 
tomar, varios grupos de la coalición gobernante plantearon una 
serie de condiciones que resultaban incompatibles con la solu- 
ción del problema: la mantención de la situación distributiva 
lograda y de las condiciones para seguir avanzando en los cam- 
bios estructurales. Lo anterior ilustra la incapacidad del gobier- 
no de la L’.P. para tomar decisiones frente a los obstãculos surgidos; 
las mtiltiples interpretaciones y soluciones planteadas por distin- 
tos grupos y las exigencias de los diferentes partidos de la coali- 
ción paralizaban ka toma de decisiones. Paradójicamente, esta 
inacción del gobierno de la U.P. conducía al luissez-faire. Una 
interpretación alternativa sugiere que prevaleció la ideología, es 
decir, se le dio más importancia al mantenimiento de la imagen 
progresista y revolucionaria que a la reducción de los desequili- 
brios. Probablemente, cuando hay desgobierno predominan las 
posturas más ideologizadas y radicalizadas. 

Hasta el afro 1972, los reajustes nominales de salarios se otor- 
gaban a comienzos de año. La política de reajustes salariales de 
1972 siguió el patrón del año anterior, esto es, aumentos de los 
salarios nominales con indización total respecto al IPC de 1971 
(22,1%), pero con un aumento mayor (32%) para los salarios 
mínimos nominales. Pero, nuevarnenle, durante el primer tri- 
mestre de 1972 los salarios aumentaron más de lo que cspccifica- 
bd la política oficial. Ni siquiera el gobierno aplicó su propia 
política salarial, y los salarios medios (ponderados según cl em- 
pleo) del sector público aumentaron en 48%gg. Obviamente, ésta 
no cra una manera eficiente de reducir el déficit público, que 
había alcanzado a 15,3% del PGB en 1971. 

El incremento de las remuneraciones del sector público, la 
gran expansión de los subsidios a las empresas de propiedad 
estatal (4,6% y 9,5% del PGB en 1972 y 1973, respectivamente) y 
el deterioro de la recaudación tributaria (los ingresos cayeron en 
3% del PC,B en 1972 y un 3% adicional en 1973) generaron un 
déficit público de impresionante magnitud: 24,5% en 1972 y 
30,5% en 1973. Dadas las características rudimentarias del mer- 
cado de capitales, una porciõn significativa del déficit del sector 
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público (60% en 1972 y 73% en 1973) se financió mediante 
emisiones monetarias del Banco Central. El resultado final fue 

un incremento de la cantidad de dinero de 173% en 1972 y 

413% en 1973; en tres años la cantidad de dinero aumentó casi 
30 veces. 

El gran incremento de la cantidad de dinero tuvo claros cfcc- 
tos dcsestabilizadores sobre la inflación reprimida, la escasez y 
los desequilibrios externos. Los mercados negros se propagaron 
para la mayor parte de los bienes, y aumentó la brecha entre los 
precios oficiales y los del mercado negro. En el frente externo, la 
gran apreciación del tipo de cambio condujo al contrabando de 
exportaciones de todo tipo de bienes transables. 

El cuadro 2.11 y los gráficos 2.6 y 2.7 presenkan una perspec- 
tiva de los años 1972-73 dentro del período global. Fueden ob- 
secarse los siguientes ckmcntos: (1) ka caída del PGB no fue tan 
espectacular en términos relativos, respecto del entorno de para- 
lización de la cconomíal’“‘. (2) Una explosión inflacionaria (me- 
dida por el IPC) registró los niveles más altos en la larga historia 
de la inflación chilena: 260,5% (1972) y 605,1% (1973). Sin em- 
bargo, el IPM indica una cifi-a de inflación superior a 1.000% 
para 1973. (3) ka tasa nacional de deSempleo tuvo un incremen- 

to moderado”“. (4) El nivel de inversión bruta total cae -20% en 
1972 y vuelve a reducirse en -6% en 1973; el nivel de inversión de 
1973 es un 26,7% inrcrior al de 1970. (5) Los salarios reales 
cayeron especracularmente, pero ello no fuc percibido entonces 
cmpíricamenk, porque había dos tipos de precios distintos y con 

evoluciones muy diferentes: el sistcrrra de precios oficiales y el 
sistema de precios del mercado negrolOz. 

En definitiva, la aplicación de reajustes exagerados de los 
salarios nominales para aumentar los salarios reales y mejorar la 
distribución del ingreso fracasó completamente: la política ma- 
croeconómica de la LJ.P. redujo en un 23% cl poder adquisitivo 
dc los trabajadores. ‘l‘ranscurrieron ocho años antes que las re- 
muneraciones reales de los trabajadores recuperaran el nivel que 
tenían en 1970. 

Supuestamente, cuando se generalizau ka escasez y los cuellos 
de botella el sector externo constituye la válvula de escape; una 

oferta 1imiCada de importaciones es vista por la mayoría de los 

agentes como la principal restricción económica. Sin embargo, 
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aAF1;Ic0 .v 2.7. INFlAClON Y EXPANSION ANUAL M, 
(POR<:ES1;1IES) 
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Exportaciones totales (FOB) 1.112 999 849 1 .xN 
Expwtaciurres de cobr-r 839 701 618 1.041) 

Irnpor tarionrs totales (UF) 956 1.015 1.103 1.447 
Importaciones de alimentos 136 IY 318 512 
Importaciones de bienes de capital 276; 248 186 243 

Balanza comercial 156 16 2.59 - 118 
Cuenta corriente 81 -189 - 387 - 295 
Balansa dc pagos 114 -300 -231 - 112 

Fuente: Banc,, <:rnual. 

la caída de la producción interna constituye en 1~~~~1~0s casos la 
causa principal de la escasez interna de bienes, como es el caso 
de la producción agrícola para los bienes alimenticios. El cuadro 
2.13 muestra el agudo incremento de las importaciones totales 
(en dólares corrientes) erltrc 1970 y 1973; mientras las importa- 
ciones de alimentos crecían 3,8 veces entre 1970 y 1973, las im- 
portaciones de bienes de capital caían durante el mismo período. 
En rérminos físicos, las importaciones de trigo aumentan desde 
200.000 toneladas (1970) a 951.000 toneladas (1973); simult$ 
neamente, la producción interna disminuía en 43% durante ese 
período”‘:{. 

Las reservas internacionales netas de corto plazo del Banco 
Centra1 se redujeron en 1972 nn 62% con respecto al nivel de 
1971, esto es, el gobierno de la I!.P. perdió el 84% del stock 
inicial de reservas en tan sólo dos arios. En 1973, el nivel de las 
reservas internacionales netas disponibles a corto pIaTo equiva- 
lían a 22 días de importaciones. 

El gasto público constituía para el gobierno de Allende un meca- 
nismo que debía cumplir varios objetivos: rcactivación de la eco- 
nomía, redistribución y solución de prohlemas sociales urgentes, 
Gnanciamicnto dc las reformas estructurales. 
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1970 7977 1972 1973 

I’rlgrew~ wrienle~ si,14 37,65 34,48 21,26 
Ir11pucstos 25,60 26,X 23 FO 

4:28 
20,37 

hlpueïtos dirrcto~ 7,73 6,1!l 5,68 
Impuestos indirectns 10,82 ll,66 ll,13 10,12 

Gastos cwrientcs 30,86 39.45 46,41 41,05 
Sueldos salarios y 15,83 19,?J4 20.30 15,76 
Pagos de la prcksión social 8,60 ll,87 ll,86 ti,03 
Subsidios al área social 0,oo 0,oo 4,60 9,49 

Ahomx 7,28 -1,79 -II ,93 -19,79 

Iqresos netos de cqbztnl -3,s -3,OO 2,96 2,35 

lb-mación de capital 10.41 10,48 S,64 8,X 

Gastos totales 41,27 49,93 56,05 49,39 

.%prhil ghhnl * -G,&l -15,28 -24,53 -30,48 
Déficit Gobierno gc-nrral -3,51 -cl,76 -11,12 -lo,52 
Déficit Empresas Públicas -3,19 -5,52 -5,81 -lo,46 
Déficit Area Propiedad Social 0,oo 0,oo 4,57 -1),52 

Fwntr: Larraín (1988); reproducido LOII un mayos desglose en Larraín y Meller (IWO). 
* tl tinanciam~enro del dPtirir m háwamrntr interno y a träv& del mecanismo de 
emisión. 

Para la función redistrihutiva, se pusieron en nrarcha diver- 
sos mecanismos: a) Re+jus~e salarial y aumento del empleo en el 
sector público, lo que genera un aumento de la planilla del 
sector de un 3,7% del PGB en un solo año (1971)) y un aumento 
adicional de un 1% en el ano siguiente. Obsérvese que, en 1973, 
estos montos relativos retroceden al nivel de 1970 (cuadro 2.14); 
la mayor parte dc la reducción de la planilla en 1973 correspon- 
de a la caída de las remuneraciones reales del sector público. El 
cuadro 2.15 ilustra la significativa expansión del empleo del sec- 
tor público; entre 1970 y 1973, el empleo del gobierno central y 
de las empresas públicas aumenta en 50% y 35%, rcspectivamcn- 
te. Sólo estos dos clcmentos -elevados reajustes salariales y una 

exagerada expansión del empleo publico, equivalentes a un uu- 
mento de la planilla del sector público cercano a un 5% del PGB- 
ya generan un desequilibrio fiscal inmanqjahle. 
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CLADRO 2.15. EMPLEO ES EL SECTOR P¿IBI.ICO. CHILE, 1970-80 
(NÚMERO DE PEKSONAS EMPLEADAS) 

1970 1973 1976 1980 

Gobierno Central” 
Empresas Públicas” 
Area de Propiedad Socialc 

196.353,’ 295.553” 204.655" 159.592~’ 
167.?187 226.321 130.842 

162.545 
.- 

Fuentr $waad y Cortés (1981). 
d IIILIUVC si>10 cmplcadoa públicos dc todo5 loa mikktior. Excluye personal docente 

(del Minisrrrio dr Edwación), ENAP, ENAMI, CODELCO, Banco del Estado, FF.M. 
Excluye además personal de municipalidades y del Congreso Nacional 

h Pala la lista complota de Ia> emplrsas pilblicas ver Sjastaad y Col tés (1981). La evolu- 
îión (ic-1 împko dr Ia3 rmpr?w máq grandrs îs (N” dï pcrionas): 

1970 1973 1 wo 

S.N.S. 54.360 6X.627 82.924 
CODELCO 23.G97 31.484 29.958 
F.F.C.C. 27.183 26.404 11.193 
Corrroî y Tîlégrafm IO.Wl I I.059 7.03 I 

c Los sectcxes del Alea de Propiedad Social con mayor empleo eran: textil (%.:llO), 
carbón (1,5.650), formo-química (13.900). Er1 la cifra total ~-avárl iwIuidU> empresas 
públicas productoras rradicionales como Ende%-Chilwtra (I2.9%), CAP-INDAC 
(10.900), ENAP (5.350). INSA (3.300). etc.: Estas csr6n excluid.<* dr Ids <mds cifr;lq d!r 
rmpr r%ts ,~,,blk& 

” !vlzs dr wptirmhre para 1970 y 1973; rnr~ dr~“m<> para 1976 y 1980. 

CUADRO 2.16. (:.w-o SOCIAL DURANTE EL GOBIERNO DE LA UNIDAD 

POPULAR. 1970-73 (MILLONES DE DórnRFS DE 1976) 

1970 362 154 109 635 
1971 473 212 229 924 
1972 524 248 228 1.012 
1973 355 237 230 828 

b) Las cifras del gasto social se elevaron notoriamente (ver 
cuadro 2.16). En sólo dos afios, hay un aumento real dc 59,4% 
del gasto social. Parte importante de este aumento no correspon- 
de necesariamente a un incremento en el volumen de bienes y 
servicios del gasto social, sino a alzas de las remuneraciones rea- 
les del personal de educación y salud. 
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c) Otro componenle redistributivo importante lo constituye 
la distribución de bienes específicos. Durante estos años, se dis- 
trihuyó gratuitamente medio litro de leche a cada niño chileno, 
1.800.000 desayunos y 560.000 almuerzos diarios para escolares, 
128.000 overoles y delantales escolares y 4.000.000 de cuademos’04. 

‘l‘ambién fue utikzddo como elemento distributivo el suhsi- 
dio a las tarifas de los servicios de utilidad pública: cntrc 1970 y 
1973, el precio real de la electricidad cae en 85%, de los servicios 
postales y telefGnicus 33% y 23% respectivamenk, del gas licua- 
do 21%; el precio real de los comhustihles (bencina y petróleo) 
cae 31% enlre 1970 y 1972 v drd ue 1 g 0 recuperarse en 1973’O”. 
Este control de precios de las tarifas publicas generó pérdidas en 
la parte operativa de las empresas estatales. 

Otros elementos adicionales, no anticipados, incrementaron 
el nivel del gasto público. I.as empresas estatales (excluyendo a 
CODELCO), en vez de ayudar ü financiar la expansión del gasto 

fiscal, comenzaron a generar una presión creciente sobre los 
recursos fiscales. En un solo año (1971), el d&cit de las empre- 
sas estatales se incrementa en 2,3% del PGB; en 1972 SC registró 
un aumento adiciona1 de 0,3%; el descalabro final se observa en 
1973, cuando cstc delicit alcanza al 10,5% del PGU (ver cua- 
dro 2.14). Parte de esta pérdida está vinculada al subsidio de las 
Larifas públicas yd mencionado, pero otra parte corresponde a 
problemas de gestión de estas empresas. Las empresas del &-ea 
de propiedad social, por su kado, en vez de producir los exceden- 
tes que acclcrarían cl crccimicnto dc la economía chilena, rápi- 
damente se constituyeron en fuertes demandantes de recursos 
fiscales (ver cuadro 2.14). La previsión social cs owo componcn- 
te del gasto que experimenta importantes aumentos: en sólo un 
aiío (1971), los pagos previsionales se amplían en 3,3% del Kl3. 
Cabe señalar que las pcnsioncs militares, que a fines de los 60 
tenían en promedio un monto relativo aproximadamente 3 ve- 
ces superior al promedio dc las pcnsioncs civiles, fueron elevadas 
a casi 5 veces. 

Todo lo anterior implicó un aumento del gasto del sector 
público no financiero consolidado de 30,9% del PGE en 1970, 
39,5% en 1971 y 46,4% en 1972. Dada esta magnitud de gasto, 
resulta perLincnk examinar qué es lo que sucedió con los ingre- 
sos públicos. 
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1.0s rconomistas de la 1J.P. culparon al Congreso (controlado 
por la oposicibn) por no haber apwhadu las alzas de impuestos 
requeridas para financiar la expansión del gasto plîblico. Pero 
los ingresos del sector público no podían haberse expandido al 
ritmo explosivo del gasto. La recaudación tributaria experimenta 
un lev? illlmento relativo en 1971 con respecto a 1970, pero en 
los años siguic.lltes hay una severa contracción, ohsclvándose en 
1973 una disminución superior al 5% del PGB en la recaudación 
tributaria con respecto a 1970 (ver cuadro 2.14 y gráfico 2.8.a). 
En esta disminución de la recaudación tributaria los impuestos 
indirectos mantienen SLI nivel relativo respectivo (entre 10% y 
11% del PCB), mientr.as que los impuestos directos sufren una 
reducción paulatina; la aceleración inflacionaria afecta a los im- 
puestos directos debido al rezago en la recaudacií>n tributaria 
(efecto Olivera-Tanzi) La caída de las contribuciones a la previ- 
sión social es el principal factor de esa reducción de la recauda- 
ción tributaria, lo que cs particularmente válido en el año 1973. 

I_Jn elemento adicional, en parte exógeno, genera también 
urla suslüncial merma de los ingresos públicos durante este pe- 
ríodo. En 1971 se pl-oduce una severa disminución del precio 
internacional del cobre; es& circunstancia, unida a la política de 
mantención de LUI tipo de cambio artificialmente apreciado, re- 
dujo drásticamente los ingresos de la GMC y, en consecuencia, 1~s 
recursos percibidos por el Iisco. 

F.l resultado final de la exagerada expansión del gasto púhli- 
co y de la declinación de la recaudaci<in fue un délicit del sector 
ptíhlico creciente y desproporcionado; el déficit del 6,6% de 1970 
se eleva secuencialmente a 15,3% (1971), 24,5% (1972) y 305% 
(1973) (ver gráfico 2.8.h). Al déficit público de 1973 contribuyen 
casi por partes iguales el gobierno (10,5%), las empresas púhli- 
cas (10,5%) y las empresas del área de propiedad social (9,5%). 
l.a principal (y casi exclusiva) fuente de financiamiento fue de 
origen inler-no, con una pr-epunderdncia abrumadora dc la emi- 
sión monetaria (el Banco Central no era autónomo, sino total- 
mente dependiente del ministerio de IIacienda, una tradición 
yuc sc mantuvo hasta 1989). 

Vuskovic (1975, pp. 18-l 9) da una explicación muy particular 
a la generacií>n de estos déficit públicos crecientes: “detrás dcl 
déficit fiscal yace la resistencia abierta y encubierta de la hurgllc- 
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sía, en contra de la contribución de los recursos necesarios para 
sostener los servicios públicos básicos y mejorar los ingresos de 
los trabajadores del sector público; la negativa del Congreso a 
aprobar nuevos tributos y su imposición de reducciones presu- 
puestarias e incluso una campaña activa de resistencia al pago de 
los impuestos existentes”. 

Escasez, mercado negro y racionamiento 

La existencia de desequilibrios, unida a la resistencia a aplicar 
políticas ortodoxas de ajuste (políticas fiscal y monetaria restricti- 
vas y liberalización de precios con congelamiento de salarios), 
acentúa el nivel de los desequilibrios con una clara aceleración 
en su magnitud. El único instrumento existente es el de ios con- 
troles, pero éstos pierden efectividad a medida que pasa el tiem- 
po; en estas circunstancias surgen y proliferan los mercados negros 
y la especulación. 

Para combatir a los intermediarios-especuladores, el Estado 
crea canales de disrribución de productos básicos a precios ofi- 
ciales; como cl diferencial entre los precios oficiales y los del 
mercado negro es muy elevado, surgen las colas y la profesión 
del “colero”. Pero esto no resuelve el problema de fondo, por 
cuanto las ventas de bienes a precios oficiales están restringidas a 
pequeiías cantidades, mientras que en los mercados negros exis- 
te la opción dc comprar montos mayores. Es mãs, basta que ~111 

bien sea ofrecido en el mercado oficial en cantidades limitadas 
para que la gente asuma una disminución futura de la oferta de 
dicho bien; esto estimula el acaparamiento y la aparición del 
mercado negro’““. 

Durante el segundo semestre de 1972, una aceleración de la 
ya elevada inflación (de tres dígitos en base anual) coexistió con 
la escasez generalizada y la proliferación del mercado negro. El 
diferencial de precios entre cl mercado oficial y el mercado ne- 

gro llegó a estar entre 5 a 10 veces para una gran variedad de 
productoslo’. 

La explicación de las autoridades económicas fue la sicguien- 
Te: la escasez y el mercado negro se debían a la acción contrarrc- 
volucionaria de los grupos reaccionarios y de los “enemigos del 



pueblo”: “el mercado negro es la síntesis dc la acción antipatrió- 
tica de los consenadores” (...) “es una mentira imputar los pro- 
blemas actuales del consumo a malas políticas de gobierno”‘“s. 

En un contexto de escasez y mercado negro, los reajustes de 
salarios nominales se vuelven inefectivos. El IPC oficial subestima 
la tasa de infkión real, y el acceso a los bienes ofrecidos a 
precios oficiales resulta crucial log. Por lo tanto, los economistas 
de la lJ.P. sostienen que el control directo del gobierno sobre la 
distribución de bienes y el racionamiento son ull mecanismo 
necesario y eficiente para combatir el mercado negro y garanti- 
zar el mantenimiento del consumo real de los grupos de bajos 
ingresos. 

La lógica de los controles conlleva ka intensificacibn de su 
uso: cuando los controles vigentes son inefectivos, la solución 
final parece ser el control total. 

En diciembre de 1972, el ministro dc Hacienda anunció las 
siguientes medidas para enfrentar la situación: 1) 1.a creación de 

- una agencia estatal nacional (Secretaría Nacional de Distribu- 
ción) que centralizaría el comercio mayorista, a fin de evitar el 
flujo de mercaderías al mercado negro. kas empresas estatales le 
enviarían toda su producción y suspenderían el pago en especies 
a sus trabajadores. Se ofrecería a las firmas privadas acuerdos 
especiales de contratos de compra “que serían difíciles de rehu- 
sar”. 2) h nivel minorista, habría un control directo sobre la 
distribución de bienes, de modo que “todas kas familias reciban 

una canasta de mercaderías dc acuerdo a sus necesidades rea- 

les”; para este fin, la agencia “establecerá una cuota de mercade- 
rías por familia, como aceite, azúcar, arroz, café, carne, hasta un 
total de 30 productos que se distribuirán por la JAP”; “la JAP 
definirá los requerimientos reales por familia”““. 

Este discurso oficial anunciando que “el racionamiento ya 
viene” tuvo un impacto en varios frentes. En primer lugar, hubo 
un agudo incremento de la demanda, especialmente de bienes 
de consumo no perecibles. Todo el mundo trató de conseguir 
aquellos bienes mencionados específicamente en la lista del mi- 
nistro de Hacienda primero, y todo tipo de bienes de consumo 
que se suponía iban a estar incluidos en la “canasta de 30 pro- 
ductos”, después. Es decir, el anuncio oficial de las medidas para 
resolver los problemas de escasez y mercado negro no hizo más 
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que agrandarlos: la mayoría de las familias trataron de aprovisio- 
narsc dc todo producto de consumo que SC encontrara en el 
mercado. Por otra parte, la oposición política se endureció. Se 
percibía que la economía chilena se dirigía a un sistema integral 
y generalizado dc racionamiento bajo cl control del Estado y de 
las JAP, en el que el dinero sería sustiruido por ias credenciales 
del Partido y las conexiones. Además, no existía en ese momento 
la infraestructura ncccsaria para aplicar el esquema de raciona- 
miento; sólo había algunas “canastas populares” dispersas, distri- 
buidas por algunas agencias cstatalcs a su clientela política y a las 
JAP ubicadas en comunidades de bajo ingreso”‘. 

A pesar de lo dramático y caótico de la situación, el gobierno 
de la U.P. obtuvo el 45% de la votación en las elecciones parla- 
mentarias de marzo de 1973. Varios factores influyeron en ello, 
pero, sin lugar a dudas, la retórica y la ideología jugaron un 
papel importante: los grupos de bajo ingreso percibían que “el 
gobierno de la U.P. era su gobierno”“’ y que tenían que apoyarlo 
en las buenas y en las malas. Sin embargo, después de las eleccio- 
nes la siluación empeoró aún más y ka economía derivó hacia el 
colapso total. El fin de la historia es bien conocido. 

La evolución del tipo de cambio 

En situaciones de inestabilidad e incertidumbre política y econó- 
mica, el tipo de cambio paralelo o del mercado negro constituye 
un indicador que sintetiza lo que sucede, reflejando el grado de 
las distorsiones cxistcntcs. 

Desde el punto de vista conceptual, el tipo de cambio podría 
considerarse como el precio de un activo financiero de alta liqui- 
dez relativa. Los mercados de activos tienen un alto grado de 
integración y una elevada velocidad de ajuste para eliminar des- 
equilibrios; cl tipo de cambio del mercado negro se ajusta casi 
instantáneamente ante diversas “noticias”. I,os activos internos 
(pesos) y externos (dólares) son sustitutos imperfectos, lo que 
transforma al riesgo cambiario y las expectativas de devaluación 
en las variables cruciales de determinación de la evolución del 
tipo de cambio y del difcrcncial (o premium) cxistcntc entre el 
tipo de cambio oficial y el paralelo. Las expectativas respecto a 
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eventos políticos y econbmicos fiiruros se reflejan en el pmmium 
aun antes de que dichos eventos se materialicen: ka existencia de 
este premium dificulta el manejo de la política económica, gene- 
rando muchas veces una especie de profecía autocumplida. El 
premium tiene alta vokdtiliddd, lo que produce inestabilidad en el 
mercado de bienes; un premium creciente provoca aumentos de 
precios en los mercados negros de bienes trdnsables. En un con- 
texto en el que circulan “noticias” o “rumores” sobre confiscacio- 
nes, expropiaciones e impuestos crecientes para los activos 
domésticos no financieros, incentiva una evolución propia del 
tipo de cambio paralelo totalmente independiente del tipo de 
cambio oficial, incluso de las expectativas de devaluación de este 
último. 

Casi todos estos elementos conceptuales están presentes en la 
evolución del tipo de cambio paralelo en el período 1970-73. La 
evolución del premium113 va del 36% en el primer trimestre al 
50% durante el segundo semestre de 1969 (un año antes de las 
elecciones presidenciales); durante el período preeleccionario 
de 1970 aumentó aun YO%. Esto COrrObOrdríd la hipótesis de que 
el premium incorpora anticipadamente cl cspcrado triunfo de 
Salvador Allende; sin embargo, experimenta un alza significativa 
en el trimestre post-eleccionario, alcanzando un 146%. A partir 
de ese instante, el pwm.ium exhibe una evolución creciente hasta 
observarse que el tipo de cambio paralelo llega a ser equivalente 
a 40 veces el tipo de cambio oficial en el trimestre previo al golpe 
militar (cuadro 2.17) l14. En el trimestre siguiente, el tipo de 
cambio paralelo es “sólo” 2,7 veces el tipo de cambio oficial, valor 
que se reduce a 1,s veces en el cuarto trimestre de 1974. 

En síntesis, es efectivo que el premium refleja las expectativas 
en cuanto a eventos políticos y económicos futuros, pero sólo 
capta y anticipa una parte de ellos. Una vez que el suceso efecti- 
vamente ocurre, cl premium experimenta variaciones considera- 
bles; esto se observa tanto en el período post-eleccionario de 
1970 como en el período post-golpe de 1973. Para 1970-73, es 
más pertinente la hipótesis de que el tipo de cambio paralelo 
posee unü evolución propia totalmente independiente de la del 
tipo de cambio oficial. 

Esre experimenta una apreciación conrinua a lo largo de 
todo el gobierno de la U.P., en el que el precio oficial del dólar 
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CUADRO 2.17. EvoLucIós TRIMESTRAL ULl. TIPO DF. CAMBIO OFICIAL 

Trimestre 

1970 1 
11 
111 
Iv 

1971 1 
II 
III 
Iv 

1972 1 
II 
III 
Iv 

1973 1 
II 
III 
Iv 

Y PARALEI.0. 197&í’s 

Premium o Diferacial 
Tipo Cambio Paralelo/ 
Tipo Cambio Oficial 

9,95 1521 1,53 
10,03 18,54 1,85 
10,OI 22,ll 2,22 
9,67 23,77 2,46 
9,29 29,13 3,14 
8,51 34,18 4,03 
8,04 43,99 5,47 
7,80 43,16 5,54 
7,96 45,00 5.67 
6,75 64,Ol 9,55 
7,05 87,83 12,51 
5,27 61,92 ll,80 
4,35 79,66 18,53 
3,20 121,41 38,5? 
2,69 110,43 40,76 
8,38 22,68 2,73 

I;umte: Ver cuadro 81 del Anexo Estadístico 

experimenta una perdida real superior al 70%. I,a devaluación 
real de 217% tras el golpe militar no logra recuperar totalmente 
el nivel real del tipo de cambio oficial dc 1970. El control cam- 
biario, las elevadas tarifas y las barreras no arancelarias evitan la 
expansión de las importaciones que debería haber generado la 
alta apreciación del tipo de cambio real oficial. 

El tipo de cambio real paralelo, por su parte, exhibe una 
evolución diametralmente opuesta, experimentando una depre- 
ciación casi continua durante todo el período (salvo en los 6 
meses anteriores a las elecciones parlamentarias de marzo de 
1973, en los que hay una reversión de dicha tendencia). El tipo 
de cambio real paralelo al lina1 del gobierno de la U.P. es 5 veces 
superior a aquel que había al comienzo. Este patrón evolutivo 
sugiere que, a medida que el gobierno de Allende lleva. a cabo su 
programa de estatizaciones, expropiaciones e intervenciones con- 
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fiscatorias y demuestra una total pasividad ante las “tomas” de 
fundos y de empresas, aumenta el valor del activo de mayor 
liquidez internacional exislente en la economía chilena. 

Dada la tendencia sistemáticamente creciente del tipo de cam- 
bio real paralelo con posterioridad a marzo de 1973, podría de- 
cirse que, a pesar de la paralización económica y de la ola de 
rumores, el golpe militar no fue un evento anticipado por la 
mayoría de los agentes económicos que operaban en el mercado 
paralelo de divisas. 

LAS REFORMAS ESTKU(:TURAI,ES 
DE 1 A LJNIDAD POPULAR 

Las refornras estructurales constituyen, sin lugar a dudas, el fac- 
tor distintivo del gobierno de la U.P. Como se ha dicho, su diag- 
nóstico del funcionamiento de la economía chilena señalaba 
cuatro características eswuclur-ales que había que corregir: capi- 
t&sta, dependiente, oligárquica y monopólica. Estas característi- 
cas generaban contradicciones que constituían un freno cada vez 
más poderoso al desarrollo económico; como consecuencia, ha- 
bía un empeoramiento creciente de las condiciones de vida del 
pueblo. “Es la propia estructura la que está en crisis” (ministro 
de Hacienda, “Exposición del Estado de la Hacienda Pública”, 
noviembre 1970). La solución, entonces, es el cambio de estruc- 
tura: la estatización de la economía. 

El Programa de la U.P. aclara en qué consiste esta estatización 

o nacionalización de la economía chilena: “... El sector de activi- 
dades rrdcionalizadas abarcará lo siguiente: 

1. La gran minería del cobre, salitre, yodo, hierro y carbón 
mineral. 

2. El sistema financiero del país, en especial la banca privada 
y seguros. 

3. El comercio exterior. 
4. Las grandes empresas y los monopolios de distribución. 
5. Idos monopolios industriales estratégicos. 
6. En general, aquellas actividades que condicionan el desa- 

rrollo social y económico de la nación, Cales como bd producción 
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y distribuci6n de la energk elklrica, cl transporte ferroviario, 
aéreo y marítimo, las comunicaciones, la producción, refinación 
y distribución del petrõleo y sus derivados, incluyendo el gas 
licuado, la siderurgia, el cemento, la petroquímica y la química 

PeYddd, bd celulosa, cl papel”‘l”. 
El programa completo de la UY. cs anticapitalista. 1~1s ele- 

mentos centrales correspondientes a los otros tres “anti” son: la 
nacionalización de la Gran Minería del Cobre es antiimperialista; 
la intensificación y finalización de la reforma agraria es antioli- 
gárquica, y la creación del Area de Propiedad Social es antimo- 
nopólica. 

Nacionalización de la Gran Miwrïa del Cobre 

La nacionalización de la GMC figuraba en el programa electoral 
de los candidatos presidenciales de la U.P. y de la Democracia 
Cristiana en la clccción de 1970. Como hemos visto, este proceso 
ya se había iniciado en el gobierno de Frei con la “chilenización” 
de la GMC. Además, dada la relación histórica progresivamente 
conflictiva entre las empresas norteamericanas que explotaban la 
GMC y los sucesivos gobiernos chilenos, la gran mayoría de ka 
población cra partidaria de esta medida116. 

S610 un mes despues de asumir (diciembre 1970), el gobier- 
no de la u.P. envió al Congreso un proyecto de reforma constitu- 
cional que nacionalizaba la GMC; cabe recordar que la U.P. no 

contaba con una mayoría parlamentaria en el Congreso. La lógi- 
ca del envío de un proyecto de reforma constitucional en vez de 
una ley ordinaria eslaba en que el primero permitía al gobierno 
llamar a un plebiscito en caso de ser rechazado en el Congreso. 
Una reforma constitucional enfatizaba además la envergadura de 
la decisión pkdnleada en la nacionalización de la GMC, junto con 
ser una clara señal al gobierno de los EE.UU. de que la nacionali- 
zación contaba con un amplio respaldo nacional. Por último, la 

reforma constitucional permitía gran flexibilidad para enfrentar 
las medidas legales y técnicas establecidas cn cl proceso anterior 
de “chileniLación” de la GMC. 

El Congreso Pleno aprobó por unanimidad la nacionaliza- 
ciõn de la GMC en julio de 1971. El decreto constitucional de 
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nacionalización establecía que el Estado era el único dueño (con 
control absoluto y exclusivo) de todos los minerales del territorio 
chileno”‘, y declaraba automáticamente nulos todos los contra- 
los previamente establecidos en ka GM(:. La reforma constitucio- 
nal establecía también el mecanismo de compensación a las 
empresas norteamericanas (Anaconda y Kennecott): (a) Las em- 
presas expropiadas tenían el derecho a ser compensadas de acuer- 
do al valor de libro de sus activos, pero a este valor de libro hdbh 

que restarle los siguientes factores: cualquier revalorización de 
activos posterior a 1964118, valor de activos cn condiciones defec- 
tuosas y “rentabilidad excesiva” que hubieran percibido las cm- 
presas norteamericanas a partir de 1955”“. (b) El pago de la 
compensación sería efectuado en un plazo máximo de 30 años y 
con una tasa de interés superior al 3%. 

En el decreto, el Congreso especificó ciertos criterios para el 
cálculo de la “rentabilidad excesiva” de las empresas norteamcri- 
canas: comparacii>n de la rentabilidad cn Chile con la rentahili- 
dad internacional de las empresas matrices (ver cuadro 1.6), y 
convenios celebrados por el gobierno chileno con empresas ex- 
tranjeras en los que existieran cláusulas de rentabilidad máxima. 
Aunque las firmas norteamericanas tenían el derecho a apela- 
ción en cuanto al monto resultante de la compensación, la deci- 
sión del Presidente Allende respecto al monto estimado dc la 
“rentabilidad excesiva” no era apelable’2”. 

El cuadro 2.18 ilustra este tema. El cálculo de la “rcntabili- 
dad excesiva”‘zl, genera cifras negativas, lo que implica no sólo 
que Chile no paga nada por la GMC, sino que las empresas ex- 
tranjeras le deben sumas importantes al Estado chilenolz2. 

La apreciación de algunos economistas de la U.P. fue que esta 
nacionalización de la CM<: “ponía término a la explotación impe- 
rialista de nuestra principal riqueza básica y rectificaba parte de 
los errores históricos, al descontar de la indemnización las utili- 
dades contables excesivas ohlenidds por las compañías desde 
1gyj”““. En otras palabras, la “viga maestra” del desarrollo na- 
cional había pasado a ser chilena, y sin haber pagado ni un 
centavo. 

Una comparación superficial entre los procesos de “chileni- 
zación” y “nacionalkdción” de la GMC, centrada exclusivamente 
en las compensaciones pagadas, sugiere que bd nacionalización 
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CUADRO 2.18. ~ÁI.CtJl.0 l>l! I.A COMPENSACIÓN VINCULADA 
A LA NAC.IONAl.I%A(:I<jN l>K I.A GKAN MINERO 
DEI. COHKb., 1971 (MII.I.ONES DE DÓLARES) 

Ch uquicamata El Teniente Ll Salvador lk%ca Andina 

Activos (valor libro) 242 319 68 15 20 

Menos: 
Activos drfcrtu«sos* 18,5 21 6 5 2 
Revalorización activos 0 199 0 0 0 
Rentabilidad excesiva 300 410 64 OC OC 
Compensación neta -76,5b -3llb -2b 10 18 

Fumtp: Fortín (1979); fuente original: Contraloría General de la República. 
a Incluye dcrechus rsprcífkoi que cl Estado chileno cobra por las minas. 
“Un signo negativo implica que el qaldo ZF favrrrahlî al Instado chileno, i.r., es el monto 
qw las rmprrsas norteamericanas le deben a Chile. 
c Exótica y Andina a~traron en operación en 1971. 

habría sido más conveniente para Chile. Sin embargo, “lo esen- 

cial no era bd compensación, sino.el control de una riqueza bási- 
ca”124. Es más, cuando SC consideran las represalias de las empresas 
norteamericanas y del gobierno estadounidense (incautación de 
las cuentas bancarias de CoDELCo en EE.UU., imposibilidad de 
CODELCO de adquirir insumos y repuestos en EE.UU. y obstáculos 
para hacerlo en otros países, salida de más de 150 técnicos y 
supervisores de la GMC que recibieron ofertas de empleo de Ana- 
conda y Kennecott en otros países, bloqueo financiero a Chile en 
los bancos públicos y privados de EE.UU. y en los organismos 
multilaterales, dificultades y juicios de incautación asociados a la 
comercialización del cobre, etc.), no es en absoluto obvio que el 
costo de la nacionalización de la GMC haya sido nulo o inferior al 
de la chilenización. 

Este caso ilustra un problema más general: la falta de realis- 
1110 político por parte del gobierno de la U.P. para incorporar en 
SLI análisis la eventual reacción de los agentes afectados por me- 
didas de tanta envergadura. 

Re$mna qraria y fin, del lat@ndio le5 

A comienzos de la década del 60, existía consenso respecto al 
magro desempeño del sector agrícola, un sector atrasado, estan- 
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cado, con gran subutilización de los recursos productivos e inca- 
paz de generar el autoabastecimiento alimenticio, lo que creaba 
presiones inflacionarias y desequilibrios cxtcrnos. Bajo el gobier- 
no de Alessandri se dicta la primera I.ey de Reforma Agraria 
(N” 15.020, año 1962), que permite la expropiación de los fun- 
dos mal explotados a cambio de una compensación pagada in- 
mediatamente en dinero efectivo. 

El gobierno de Frei tenía un doble propósito vinculado a la 
modernización del sector agrícola: por una parte, aumentar la 
producción alimenticia y la productividad del agro; por otra, 
incorporar a la marginada masa campesina a la sociedad y al 
mercado. [Jtilizando la anterior Ley de Reforma Agraria, la agen- 
cia gubernamental CORA (Corporación de la Reforma Agraria) 
logró expropiar más de 500 fundos (1,2 millones de hectáreas) 
en tres años. 

Pero cl programa de la Democracia Cristiana (“la tierra para el 
que la trabaja”) tenía como objetivo crear 100.000 nuevos propie- 
tarios agrícolas, por lo que se requirió una nueva Ley de Reforma 
Agraria (N” 16.640, año 1967) para facilitar el proceso de expro- 
piación. En ella se establece un límite superior al tamaño de un 
fundo (80 hectáreas de riego básico equivalente); ya no es necesa- 
rio probar que un fundo está mal explotado o abandonado. El 
propielario puede mantener una “1-cselva” hasta de 80 hectáreas, 
el resto es automáticamente expropiable. Se prohit>e además la 
división de los predios. El pago compensatorio por la expropiación 
puede ser cfcctuado con bonos a 30 años; solo un monto inferior 
al 10% puede ser pagado en efectivo. Esta nueva ley permite 
duplicar prácticamente el número de fundos y hectáreas expropia- 
dos en los siguientes 3 años del gobierno de Frei (ver cuadro 2.19). 

Además, se promulgó una disposición Icgal (Ley N” 16.625) 
que permitía a los campesinos sindicalizarse y organizarse (ver 
cuadro 2.9). Estos sindicatos debían estar abocados a cuestiones 
cxclusivamentc sindicales (negociación salarial, mejoramiento de 
las condiciones laborales, etc.), en ningún caso debían participar 
en el proceso expropiatorio; las “tomas” de fundos eran conside- 
radas ilegales, y el gobierno estipuló que “fundo tornado no será 

expropiado”. 
Para la UY., la reforrnd agraria era crucial en la transforma- 

ción de una sociedad capitalista subdesarrollada en una econo- 
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CXJADKO 2.19. KI+WKMA ACXAKIA KN LOS GOBIERNOS 
IN. EI)IJ.-\KI)O FKLI M. Y SALVADOR ALLENDE G. 

Expr-ofiiarione,~ “Tomas” 
N” Predios 

N” Predioc ATP(L 
(miles de hectáreas) 

Gobierno E. Frei M. 
(196470) 

Gobierno S. Allende 
(1971.73) 

1971 
1972 
1973 

1.400 3.557 

4.409 6.409 
1.379 2.027 
2.189 3.013 

836 833 

214’ 

1.278 
1.228 

n.d. 

Fuenle: Mal tnzr (1988). Kay (1992) para las cinas de “tomas”; el desglose de la informa- 
cih anxd dt- h “romas” PS îl siguiînrr: Año 196513; rVu 1966:18; Ano 1967:9; Iûio 
196826; Año 1969:148; Año 1970:436. 
*Incluye cihs correspondientes al periodo 1965-69. 

mía socialista; esto implicaba la expropiación de todos los lati- 
fundios, pero también que “el grueso del sector agrario debía 
estar en manos del Estado o bien de cooperativas campesinas o 
cooperativas de consunudores”‘26. El programa de la U.P. plantea 
la “aceleracion del proceso de Reforma Agraria” (...) “sin que el 
duerio tenga derecho preferencial a elegir la rescrva”127. Ya en el 
gobierno, se propone la reducción del límite máximo de los 
predios a 40 hectáreas; sin embargo, por no contar con la mayo- 
ría parlamentaria necesaria, se utiliza la Ley de Reforma Agraria 
vigente. 

Utilizando el mismo cuerpo legal, en el primer año del go- 
bierno de Allende se expropia casi el mismo número de fundos 
que en todo el gobierno de Frei (ver cuadro 2.19). Este proceso 
incluso se intensifica en el segundo año, en el que prácticamente 
se completa “la destrwción del latifnndio”. 

Hay también un aumento sorprendente en la sindicalización 
campesina: en 1971 se alcanza la cifra de 208.000 campesinos 
sindicalizados, esto es, un incremento del 82% respecto del ano 
antcrior12s. 

En síntesis, el primer año del gobierno de Allende exhibe 
urna notable aceleración del proceso de reforma agraria y dc la 
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cl10 ilustra cuán eficiente es la izquierda en relación a la posición 
reformista de la Democracia Cristiana’*“. Obviamente, este acele- 
rado proceso crea y estimula una efervescencia campesina impo- 
sible de detener, desencadenándose una escalada de ocupaciones 
ilegales o “tomas” de predios (ver cuadro 2.19) en la que no 
existe un límite inferior de lo que no es “tomable”. Según la 
racionalidad prevaleciente en el período, las “tomas” constituyen 
“otro indicador del incremento de la lucha de clases en el agro, 
revelando así la fuerza que ha adquirido el movimiento campesi- 
no y que parece constituirse en un elemento de gran importancia 
para el desarrollo futuro de la lucha de clases a nivel nacional”‘““. 

R pesar de las expropiaciones ilegales, el grueso de la refor- 
ma agraria se realizó a través de la legislaciõn vigente. En este 
sentido, el caso chileno contrasta con otras experiencias latinoa- 
mericanas en las cuales la reforma agraria es consecuencia de 
revueltas sociales masivas que alteran totalmente la estructura de 
tenencia en el agro131. 

Sin embargo, a pesar de la existencia de un marco legal y de 
la validez del principio de la necesidad dc incorporación de la 
masa campesina marginada, la situación genera un conflicto re- 
lacionado con la estabilidad política’? la incorporación social y 
política altera necesariamente la relación vigente entre las clases 
sociales. Cuando ademas hay redistribución de activos y expro- 
piación de tierras, el grado de conflicto evidentemente se incre- 
menta y potencia. ?No debía siquiera haberse iniciado el proceso 
de reforma agraria, entonces? La verdad es que no era posible ni 
sostenible que en la segunda mitad del siglo XX prevalecieran 
CII el agro chileno casi las mismas relaciones sociales y económi- 
cas del siglo XIX; el proceso debería haberse iniciado mucho 
antes, con el tiempo necesario para hacerlo de forma gradual y 
moderada. Otra cuestión es el tópico de la compensación corres- 
pondiente. 

La reforma agraria del período 1965-73 implicó una expro- 
piación superior a 6.000 predios, que abarcaban un área de 10 
millones de hectáreas; las pérdidas de capital de los duenos ante- 
riores han sido calculadas en un monto cercano a los US$ 1.000 
millones1s3. 
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Crzach del ATea de Propiedad Social Is 

La creación del Area de Propiedad Social (APS), que involucra la 
estatización de las principales empresas industriales del país, pro- 
bablemente simboliza la esencia de la naturaleza ideológica de la 
U.P. El traspaso al APS de los medios de producción de una em- 
presa capitalista es el mecanismo “para alcanzar la socialización 
efectiva de dichos medios y orientarlos de nranera que no se 
busque sólo la maximización de utilidades, sino el mejor aprove- 
chamiento de la capacidad productiva, el incremento del em- 
pleo, de las inversiones, del uso de materias primas nacionales, 
etc., y que su producción se oriente en relación con las necesida- 
des de las grandes mayorías nacionales”13”. 

El proceso de estatización y socialización de la industria se 
basa en la concepción marxista de “la necesidad histórica de 
transformar las relaciones de propiedad y de producción a fin de 
permitir un verdadero desarrollo de las fuerzas productivas”. “Al 
llegar a una fase determinada de desarrollo, las fuerzas producti- 
vas de la sociedad chocan con las relaciones de producci6n exis- 
tentes, o, lo que no es más que su expresión jurídica, con las 
relaciones de propiedad en que se habían desarrollado hasta 
entonces”. Cabe recordar que “el concepto de relaciones de pro- 
ducción apunta a las que los individuos establecen entre sí en el 
proceso de producción, y dentro de las cuales las relaciones de 
propiedad sobre los medios de producción son kas más impor- 
kanles, por cuanto ellas discfian la estructura de clases y la distri- 
bución del ingreso y el uso del excedente”‘““. 

En síntesis, la creación del ,~P.s a través de la estatización de 
los “monopolios estr-dlégicos” constituía el clcmcnto más nove- 
doso y crucial del programa de la U.P. en la construcción del 
socialismo. Ahora, cl Estado captaría considerables excedentes o 
rentas monopólicas cuya reinversión permiLiría generar un creci- 
miento elevado y sostenido. 

IIubo cierta ambigüedad y dificultades por parte del gobier- 
no de Allende para definir operacionalmente lo que entendía 
por monopolio o industria “cstratkgica”‘“‘, así como una gran 
dificultad legal para desarrollar el APS, por cuanto la oposición 
parlamentaria obviamente manifestó su total discrepancia con 
dicho proyecto. La imposibilidad de generar una legislación IIUC- 
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va que permitiera la creación del AYS indujo al gobierno de Allen- 
de a utilizar cualquier ley o artículo entonces vigente que sirviera 
para tal propósito; esto es lo que se denomino el “uso de los 
resquicios legales”. 

Para la expropiación de empresas se utilizó el Decreto Ley 
520 (agosto de 1932), promulgado por el gobierno de 100 días 
de la “República Socialista”, cuya vigencia fue mantenida aunque 
nunca había sido utilizado. “Pese a que no se trataba de una ley 
regularmente dictada, todos los Poderes del Estado habían decla- 
rado su aplicabilidad “13* Esta ley permitía la expropiación de L 
empresas industriales y de comercio dedicadas a la producción y 
distribución de bienes de primera necesidad por las siguicntcs 
causales: receso productivo, acaparamiento de bienes, capacidad 
productiva no utilizada en épocas de escasez. Como se puede 
apreciar, la definición de estos conceptos era lo bastante vaga 
como para que la mayoría de las empresas pudieran eventual- 
mente quedar expuestas a la expropiación. Había, sin embargo, 
una restricción legal: la expropiación requería compensación to- 
tal en efectivo, en un monto determinado por un tribunal indc- 
pendiente. En resumen, aunque la ley existía, su aplicación tenía 
un alto costo. 

Un procedimiento alternativo a la expropiación era la “inter- 
vención” o “rcquisición” de empresas, que consistía en colocar a 
una empresa privada hajo administración estatal, u11 acto legal 
que operaba por la vía de un Decreto de Reanudación de Faenas 
establecido a comienzos de la década del 40 (que permitía la 
“intervención” cuando había paralización de faenas por disputas 
laborales y/o paralización de faenas en industrias vitales para la 
economía nacional) 13g. Este procedimiento no podía usarse di- 
rectamente para transferir la propiedad de la compañía, pero, 
en la práctica, ése fue el resultado en muchas oportunidades. Las 
disputas laborales eran instigadas por simpatizantes del gobierno 
o se desataban espontáneamente para provocar la intervención. 
A esas alturas, la situación financiera de la empresa estaba dete- 
riorada. La subsiguiente administración por un interventor de- 
signado por el Estado, y la creciente escasez de materias primas, 
debilitaban aún más a la empresa intervenida. “Después de algtin 
tiempo, muchos propietarios estaban dispuestos a vender sus fir- 
mas al gobierno”140. 
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Las autoridades contaban también con un mecanismo adminis- 
~rativo para debilitar la resolución de los propietarios. Como se ha 
visto, la economía funcionaba con un control generalizado de pre 
cias. Una agencia estatal, la DIIUNCO (Dirección Nacional de Indus- 
tria y Comercio), tenía atribuciones para aprobar los aumentos de 
precios de los bienes y servicios en toda la economía; “por el simple 
expediente de rechazar el reajuste de precios, en un momento de 
rápidos aumentos salariales, la DIRINCO podía poner en peligro la 
situación financiera de una empresa. Este fue otro procedimiento 
utilizado para convencer a los propietarios de vender”‘4’. 

A pesar de la resistencia de los propietarios de las empresas 
industriales y del clcvado nivel de conflictividad política genera- 
do en las ciudades, el ritmo de intervenciones y requisiciones de 
empresas fue bastante acelerado: cada dos días una empresa pro- 
ductiva fue intervenida durante los dos primeros años del gobicr- 
no de Allende14’. De esta forma, el MS industrial alcanzó a contar 
con 225 cmprcsas productivas (ver cuadro 2.20) que empleaban 
cerca de 130.000 personas (alrededor del 20% del empleo indus- 
trial y 40% del producto industrial)14s. Si se incluye el resto de 
los sectores producrivos, el Estado chileno tuvo en 19’73 el con- 
trol de 377 empresas productivas, con un porcentaje apreciable 
de las mayores (ver cuadros 2.20 y 1.10). 

Estatización de la banca 144 

La U.P. se abocó desde el comienzo a obtener el control absoluto 
del sector bancario. El Presidente Allende señala en diciembre 
de 1970: “Sólo estando los bancos en manos del pueblo a través 
del gobierno que representa sus intereses es posible cumplir con 

nuestro Programa”145. Según el ministro de Economía, “a nadie 
sino a unos cuantos círculos de grandes intereses económicos 
conviene que los bancos sigan siendo un instrumento de concen- 
tración del crédito y en delinitiva del ingreso y la riqueza”; la 
estatización de la banca “significa democratizar el crédito exten- 
diéndolo a los medianos y pequeños empresarios, y significa dis- 
minucioncs drásticas en la tasa de interés”146. 

Durante los primeros meses de 1971 el gobierno logró adqui- 
rir todos los bancos extranjeros, mediante un proceso de nego- 
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CUADR02.20. EMMPIUSM PK~DU~TIVASCONTROLADASPORELESTADO 
SEC,I?N SI~:I~ES EcoNóMIcos. 1970~ 1973 (N¿rh4E~0 
DE k.MPWSAS) 

Industria 26 57 0 168 26 225 
Minrría 2 8 0 13 2 21 
Fowstal 5 9 0 7 5 16 
Prsca 4 12 0 8 4 20 
Servicios 0 0 0 27 0 27 
Construcción 1 8 0 10 1 18 
Otras 6 24 0 26 6 50 

Total 44 118 0 259 44 377 

Funte:La~raín (1988).V~r Larraírl (1988) paraun mayor desglose segúnranm industria- 
lei y acgún wmos porcent~mles dr participación en el capital accionario. Ver también 
Martner (lYsH),yDeVylder (1974). 
*control superior- al 50% del capital accionario. 

ciación que estableció la compensación por pagar en cada caso. 

Pero los bancos extranjeros representaban una minúscula frac- 
ción de la actividad financiera del país. El gran desafío estaba en 
alcanzar el control de los bancos privados locales. 

Careciendo de una base legal para expropiar los bancos, y 
percibiendo la imposibilidad de obtener la aprobación del Cou- 
greso para tal legislación, el gobierno recurrió a un método más 
simple. Abrió un poder comprador para acciones de bancos a 
precios muy atractivos; la CORFO confirió poder al Banco del 
Estado para que adquiriera las acciones bancarias y el Banco 
Central estableció una línea especial de crédito para financiar la 
operación. Al mismo tiempo, el gobierno empezó a intervenir 
los bancos basándose en dos causas: la detección dc alguna irre- 
gukdriddd financiera o la existencia de problemas laborales que 
impedían su normal funcionamiento. Enfrentados a la opción de 
vender sus acciones a buen precio o terminar con acciones de 
dudoso valor de baucos en dificultades, los accionistas masiva- 
mente decidieron vender. 

Este proceso, a semejanza de lo ocurrido en la minería, la 
agricultura y la iudustria, fue extraordinariamente rápido. Al fi- 
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nalizar el aco 1971 el control escatal sobre el sistema bancario 
cra casi local. Como lo anunció el ministro de Hacienda en no- 
viembre de esc año, “... la maciomalización del sistema bancario 
está prácticamente terminada. El Estado controla ahora dieciséis 
bancos que en conjunto proporcionan el 90% de todo el crédito 
(...) Este proceso de nacionalización significa que se han r‘o~o los 
lazos entre el capital financiero y el capital monopólico indus- 
tria1”14’. 

De este modo, en poco más de un año la cowo (a través del 
Banco del Estado) adquirió una participación mayoritaria en 14 
bancos comerciales y una participación menor al 30% en ids tres 
instituciones bancarias restantes. La participación del Estado en 
las operaciones financieras fue aún nrayor de lo que sugiere la 
situación bancaria. Varias otras instituciones públicas ofrecían 
crédito a mediano y largo plazo, las más importantes de las cua- 
les eran la CORFO, la CORA, la Empresa Nacional de Minería 
(ENAMI) y el Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo (SINAP). En 
términos globales, el 85% del sector financiero de Chile estaba 
en 1973 en manos del Estado. 

ET, DERECHO DE PROPIEDAD 

Las reformas estructurales de la U.P. cuestionan y atacan el dere- 
cho de propiedad. Por ello no deja de sorprender que la nacio- 
nalización de la GMC contara con la unanimidad nacional, la 
reforma agraria tuviera el apoyo de más del 70% de la sociedad, 
la creación del APS fuera respaldada por alrededor del 40% dc la 
población, y que no hubiera mayores objeciones y resistencia a la 
estatizaci6n de la banca. 

?Hay alguna lógica que justifique las expropiaciones? ~ES jus- 
to expropiar un activo a un agente privado porque la ganancia 
de bienestar social es mayor que la pérdida individual? 

El cobre cra considerado demasiado importante para el desa- 
rrollo nacional como para dejarlo en manos extranjeras; ésta es la 
explicación del proceso de expropiación de la G~Ic. La reforma 
agraria se hasó en la necesidad de modernizar las condiciones 
económicas y sociales del agro chileno. Pero, si las empresas extran- 
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jeras eran propietarias de la GMC y los terratenientes eran los dueños 
de los grandes latifundios, <qué derecho Lcnía el gobierno a interfe- 
rir e incluso expropiar sus posesiones? iQué cosas puede tener un 
individuo que no estén afectas ala posibilidad de expropiación? En 
otras palabras, icuán inviolable es la propiedad privada? 

Desde el punto de vista legal, los individuos enfrenLan una 
seria restricción respecto a su propiedad privada: no pueden 
rechazar una oferla de compra (o expropiación) por parte del 
gobierno así como lo harían ante una oferta similar de un agen- 
te privado. La acciún expropiatoria del gobierno debe cumplir 
con dos requisitos: tener un objetivo de bienestar público, y ofrc- 
cer una “compensación justa”. Si al agente privado se le pagara 
una “compensacibn justa” por el bien expropiado, la expropia- 
ción no generaría conflictos. Pero , ~cómo se establece lo que es 
una “compensaciGn justa”? Si ésta correspondiera al precio de 
reserva del propietario, la expropiación sería una transacción 
beneficiosa o al menos no perjudicial para el agente privado. 
Pero, obviamente, ello no es viable pues el propietario tiene 
incentivos para incrementar de manera no acotada su precio de 
reserva. En consecuencia, el conflicto surge en el momento de 
establecer el precio en una transacción hilatcral en la que no 
existe un mercado. 

El gobierno de Allende efectivamente utilizó la legislación 
existente en su vasto progranra de expropiaciones. La crítica de 
sus adversarios se ha concentrado en destacar el que se habría 
recurrido a “resquicios legales” y a una “antigua legislación oscw 
ra que nadie antes había utilizado”, pero ello no invalida las 
expropiaciones ni tampoco explica realmenLe la gran conflictiti- 
dad del proceso. 

Hay dos cuestiones de fondo distintas. La primera de ellas 
tiene que ver con el problema del precio o “compensaci6n justa” 
del bien expropiado. En el caso de la estatización de la banca, se 
observa un proceso poco conflictivo en el que las acciones banca- 
rias son adquiridas por el gobierno a precios atractivos. En los 
oLros casos sucede lo contrario, y pareciera que el propósito de 
fondo hubiera sido pagar lo menos posible; si la nacionalización 
de la CMC: se logra sin pagar un centavo, ipor qué habría que 
pagar algo por los latifundios y las empresas industriales, que 
evidentemente tienen un valor económico inferior? 
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El gobierno de ka U.P. enfrenta una restricción presupuestaria 
que obstaculiza su programa global de expropiaciones. Una ma- 
nera simple de conciliar la meta expropiatoria con la restricción 
presupuestaria radica justamente en reducir el precio de COIII- 

pra. La paralizaci0n de faenas, las huelgas, las intervenciones, las 
requisiciones, la ocupación de fabricas y terrenos, los controles 
de precios, el control del crédito y dc las divisas, etc., constituyen 
elementos generados en un contexto de gran tensión polí- 
tico-económica, pero al mismo tiempo se transforman en Ineca- 
nismos que reducen significativamente el precio de venta de un 
bien expropiado. Los propietarios y empresarios privados se ven 
enfrentados a todo el poder y a toda la maquinaria económica y 
adIIlinistrdtivd del gobierno, así como al apremio de los trabaja- 
dores, lo que debilita notableInente su poder de negociación. 
Estos mecanismos directos e indirectos de presión y el precio 
lina1 del bien expropiado se retroalimentan negativamente pro- 
duciendo una atmósfera general de tensión insostenible. 

El tema de la propiedad privada y del derecho de propiedad 
ha estado ausente en la literatura económica tradicional14*. En 
efecto, es posible apreciar que las preguntas econemicas centra- 
les -<qué?, tcómo?, jpara quiCn?- ni siquiera plantean dicho 
tema; la teoría económica de los precios y de la asignación de 
recursos supone una distribución inicial de factores productivos, 
y nunca se pregunta cómo se produjo dicha distribución inicial, 
cómo un agente económico se transformó en dueño del factor 
capital, cómo se establccc cl derecho de propiedad. Sin embar- 
go, para cualquier neófito es evidente que la simple existencia 
del derecho de propiedad afecta la asignación de recursos y la 
distribución de bienes; lo mismo sucede con la distribución de la 
riqueza existenle. En otras palabras, la asignación óptima de re- 
cursos depende de una distribución inicial dada de la dotación 
de factores productivos; si se altera dicha distribución inicial, se 
modifica el óptimo social (u óptimo de Pareto). 

La relación entre la escasez de recursos y el derecho de pro- 
piedad no cs conceptualmenle obvia. Podrid, erróneamente, su- 
gerirse que si no hubiera escasez no sería necesario el derecho 
de propiedad; por otra parte, cuando ciertos bienes abundantes 
se tornan escasos o adquieren un valor económico se requiere la 
especificación de los derechos de propiedad, como ha sucedido 
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en la explotación. de recursos marinos, por ejemplo. La argu- 
mentación de que la propiedad privada es una condición necesa- 
ria y suficiente para gozar de una institucionalidad económica 
racional que conduzca a una asignación eficiente de recursos es 
inválida. En el modelo teórico walrasiano de competencia pcr- 
fecta (en el que creen todos los economistas neoclásicos), los 
precios constituyen el Unico mecanismo requerido para alcanzar 
el óptimo (la asignación eficiente de recursos); las instituciones 
son totalmente superfluas14”. 

Para generar una situación estable en relación a la adquisición 
y posesión de bienes y activos, son necesarias reglas sociales que 
garanticen la seguridad de la propiedad. La existencia de la insti- 
tucionalidad del derecho de propiedad implica que un individuo 
tiene el derecho a usar, consumir, obtener el ingreso, transferir y 
vender el bien o activo que le pertenece; en todas estas materias 
el propietario tiene el dcrccho de excluir a otros agentesljO. 

Por otra parte, un agente privado no invertiría en un determi- 
nado proyecto si no estuvieran bien especificados los derechos de 
propiedad, pues no tendría certeza respecto a que podrá apro- 
piarse de los eventuales beneficios futuros. <Qué incentivos tenía 
un latifundista o un empresario para invertir durante el gobierno 
de Allende si sabía que podía ser expropiado? Un año antes de la 
elección presidencial dc 1970, y ante el conocimiento previo del 
programa de la lJ.P., debe haber habido una contracción de la 
inversión de aquellos empresarios y latifundistas que le asignaron 
una probabilidad no reducida al triunfo de Salvador Allende. 

Para velar por el cumplimiento de la institucionalidad y ga- 
rantizar el derecho de propiedad, se requiere la presencia del 
Estado. Sin embargo, éste puede transformarse en un arma de 
doble filo’“‘: al evitar el caos y la anarquía, el Estado reduce (o 
elimina) los juegos de suma negativa vinculados al pillaje, los 
robos y los crímenes, pero, al poseer el monopolio de la fuerza, 
puede utilizarla para su propio beneficio. Para evitar esta acción 
distorsionadora del Estado, hay quienes sugicrcn establecer re- 
glas eternamente válidas sobre el derecho de propiedad; una 
versión extrema sugiere que el derecho de propiedad adquiera 
la naturaleza de derecho divino. 

La evidencia histórica muestra que aquellos derechos de pro- 
piedad que pueden haber sido justificables y válidos en un mo- 
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mento hist6rico, y que incluso han sido transferidos legalmente, 
pueden ser injustificables en oLro Lienlpo1.52. Cambios políticos, 
tecnológicos, económicos y sociales pueden provocar la redefini- 
ción del derecho de propiedad y la incorporación de nuevos 
sentidos a es~c dcrccho: en el siglo XIX no era necesario definir 
quién tenía derecho al control de un canal de televisión. 

En síntesis, actualmente se percibe que “hay nuevos derechos 
que son creados en rcspucsta a nuevas fuerzas económicas”153. El 
dilema central de una sociedad moderna consiste en resolver 
qué hacer con aquellos dcrcchos adquiridos cuya existencia no 
se justifica en el presente ls4. Hay dos soluciones extremas: igno- 
rar la necesidad de cambios o ignorar los derechos adquiridos; ca 
historia nos enseña que ambas soluciones generan conflictos y 
conducen al caos. 

Supongamos teóricamente que el gobierno de la U.P. hubiera 
contado con los recursos suficientes (porque el precio del cobre 
hubiera aumentado considerablemente, por ejemplo) para pro- 
porcionar “compensaciones adecuadas” en la realización de su 
vasto programa de eslalizaciones: bd transferencia de ka propie- 
dad privada al Estado se hubiera hecho con una conflictividad 
relaLivamrnLe reducida. Supuestamente, ello habría disminuido 
el nivel de tensiones generado por el proceso de “tomas”, inter- 
venciones y expropiaciones. Sin embargo, habrían persistido los 
graves desequilibrios macro y microcconómicos descritos; el cam- 
bio sistémico progresivo (sustitución del capitalismo por el socia- 
lismo) y ka percepcik de su irrmmi6ilidad fueron, a nuestro 
juicio, el factor primordial de la conflictividad social. A través de 
su programa de reformas estructurales y del eventual cambio 
sistémico, el gobierno de la U.P. estaba proyectando alterar cl 
modo de vida de toda la población chilena, restringiendo otras 
posibilidades alLernaLivas futuras. 

En efecto, la segunda cuestión de fondo es de naturaleza 
claramenLe ideológica. El objetivo final del programa de la U.P. 

era reorientar la economía chilena hacia una trayectoria irrever- 
sible que progresivamente generara la sustitución del capitalismo 
por el socialismo. Existe amplia coincidencia en cuanto a que la 
propiedad privada es un factor central del capitalismo; pero, 
mientras que para Hume el establecimiento y la estabilidad de la 
institucionalidad del derecho de propiedad es el elemento cru- 
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cial para lograr la perfecta armonía socia1 (de hecho, “poco o 
nada más habría que hacer”), para Marx la existencia de la pro- 
piedad privada genera una estructura de clases que es la fuente 
de las desigualdades y conflictos sociales. Siguiendo este último 
argumento, el gobierno de Allcndc cmprende un amplio progra- 
ma de expropiaciones para transferir el patrimonio del sector 
privado al sector público, lo que a la larga eliminaría las desigual- 
dades y cl conflicto social. El resultado fue justamente el contra- 
no; <era realmente factible que después de una etapa tan vasta 
de expropiaciones y de maximización del conflicto se lograra la 
paz social? iEra posible efectuar un cambio sistémico tan profun- 
do sin producir el quiebre de la democracia? 

NOTAS 

1. En H. Godoy, ed. (1971), hay una excelente recopilación de artículos 
escritos a través de un período de 120 años, 1850-1970, sobre la cuestión 
social en Chile. Las siguientes citas textuales corresponden a esta obra. 

2. Arcos Arlegui, 1852, pp. 201-205. 
3. Orrego Luto, 1884, p. 223. 
4. VicTorin Lastarria, 1850, p. 197. 
5. Arcos Arlegui, 1852, p. 205. 
6. Orrego Luto, 1884, p. 224. 
7. Para una mayor precisión sobre distintos tipos de inquilinos o campesinos, 

ver Vial (1981) y Hurtado (1984). 
8. “El inquilino ama la tierra que lo vio nacer porque es su único mundo; 

gcncrariorrcs dr gcncrarioncs le han precedido y él sigue allí, como el 
árbol, profundamente enraizado en la tirr-r-a” (Feliú, 1942, p. 218). 

9. Feliú, 194’L; Morris, 1967; Aylwin et al., 1986; Vial, 1981). 
10. Vial, 1981, pp. 502-504. 
ll. Vial, 1981, p. 504. 
12. Aylwin et al., 1986. 
13. Morris, 1967; Vial, 1981. 
14. 1.0s rmprrsarios SC oponían a los contratos colectivos escritos por cuanto 

estimaban que sólo ellos cstwíarr obligados a cumplirlos. Además, soste- 
nían que los sindicatos sólo estaban interraados cn hac-rr hwlgas, y los 
dirigentes laborales eran considerados agitadores y perturbadores del or- 
den (Morris, 1967). 

15. Esto sería equivalente a que en 1990 hubiera trabajando más de 300.000 
niños. 

16. Vial, 1981, p. 535.1.0s drstarad~~s han sido agregados. 
17. Vial, 1981, p. 533. 
18. El apelativo de “siúrico” es utilizado despectivamente por los aristócratas 

con aquellas personas de clase media que se enriquecen y tratan de imitar 
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los paronrs dr vidka y coalun~bres de la clase alta, y que aspiran a ingresar a 
ém. 

19. Feliú (1942) agrega además a los “pililos de la turbamulta”. 
20. Mc Bridr, 1938, pp. 272-273. 
21. Cl~oncl~ol, 1970; Villalobos, 1984. 
22. Jobet, 1951. 
23. Aranda y Martínez, 1970. 
24. Chonchol. 1970. 
25. Mc Bride, 1938. 
26. Jobet, 1951. 
27. Orrego Luto, 1884, p. 228. 
28. Letelier, 1896, p. 276. 
29. Orrego Luto, 1884, p. 228. 
30. Letelier, 1896, pp. 280-281. 
31. Moxis, 1967, p. 253. 
32. Aylwin et al., 1986. 
33. Ahumada, 1958. 
34. Frei, 1970. 
35. Pinto, 1958 y 1970; Godoy, 1970. 
36. Sunkel, 1965, p. 523. 
37. Villalobos, 1984. Para excelentes análisis de la evolución política de los 

siglos XIX y XX, ver Atria y Tagle (1991), Moulián (1985), Scully (1992). 
38. Villalobos, 1984. 
39. Frliú CI-uz, 1942, p. 222. 
40. Aylwin et al., 1986, p. 34. Sin embargo, en dicho período hubo una guerra 

civil (1891) en la que murieron 10.000 personas; esta cifra rcprrsenta el 
0,262% de la población de entonces (1891), lo que sería equivalcrrle a 
34.000 muertos de la población actual (1990). Ver Atria y Tagle (1991) y 
Moulián (1985) para una revisión y discusión del nivel de conflictividad en 
el deaar-rollo político chileno. 

41. Morris, 1967, pp. 261-262. 
42. Concha, 1918, p. 310. 
43. Aylwin et al., 1986. 
44. In~~~licitarrrcn~r, esto sugiel-e utilizar en el mercado político ponderaciones 

similares a las del rnerr~do rconónrico: a más pesos, más votos. 
45. Citado en Jobet, 1951, pp. 174-175. 
46. Johnson, 1961: Aylwin, et al., 1986. Para un análisis y una discusión profun- 

dos sobre los partidos de centro, ver Moulián (1982, 1985) y Scully (1992). 
47. Moulián, 1!)85. 
48. De aquí se infiere que la reforma agraria estb fundamcnlada más en térmi- 

nos de justicia social que de modernización capitalista del campo (Moulián, 
1985). Para una interpretación más global de los objetivos de la reforma 
agraria, ver Chonchol (1970). 

49. Moulián, 1985. 
30. Moulián, 1985. Para un análisis y una revisión profundos del pensamiento 

político dr la izquierda chilena, ver Moulián (1985) y Walker (1990). 
51. Jobet, 1951. 
52. Recabarrcn, 1910. 
53. Jobet, 1951. 
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54. Eyzaguir-re, 1965, p. 392. 
55. Pinto, 1970. 
56. Hamuy, 1967, p. 498. 
57. Distintas reformas van permitiendo la participación de un mayor- número 

de personas en el proceso elercionario; por +mplo, el voto de los analfa- 
betos y la reducción dr la cdad de los votantes de 21 a 18 años (efectuadas 
en 1970). Sin cmbar-go. a excepción del sufragio femenino, no son éstos 
I-eahnrntc Ios fxtores que inducen a un mayor número de personas a 
inscribirse en los registros electorales. El requisito de la cédula de inscrip- 
ción electoral para una serie de trámites y la obligatoriedad drl voto, 
ambas medidas adoptadas en la década de 19GO, gcncr-an la gran expan- 
sión del número de votantes. TamhiCn rontr-ibuye a ello la campaña de los 
partidos políticos de centro y la izqrrirrda. 

58. Junto a un mayor porcentaje relativo de votantes, la profundización demo- 
crática inrlui&i un perfec&namiento en el proceso eleccionario a través 
dc mecanismos orientados a la eliminación de fraudes, cohecho, etc., por 
medio del Registro Electoral, Tribunal Calificador de Elecciones, &lnla 
única, etc. 

59. Sean d = D/V y v = V/P, en que des el porcen~z$ dc votos obienido por la 
derecha (D) sobre el total de votantes (V) y v es el porcentaje de votantes 
(v) sobre la población en cdad de votar (P), Luego, un modelo economé- 
trice simplr SC& 

In d = +, + a, In v 
En CIW modelo, a, es la elasticidad que relaciona las variaciones que expe- 
rimenta d ante cambios en Y. Los resultados econométricos para el perío- 
do 1918-69 son (los valores entre paréntesis corresponden al estadígrafo t): 

In d = 5,47 - 0,64 In v Rz = 0,779 
ww (634) 

60. Este punto ha sido sugrrido por Eduardo Engel. 
61. Para los años 1938 y 1958 se ha utilizado la población mayor o igual a 21 

años; para cl año 1970 se ha utilizado la población mayor o igual a 18 anos. 
62. Parrr un análisis detallado de las políticas económicas de estos dos gohier- 

nos, ver Ffrench-Davis (1973). 
63. Algunos economistas de la U.P. criticaron los términos dr estos acuerdos, 

calificándolos de excesivamente generosos pal-a las rorn~mñías extranjeras. 
Para una revisión de este tópico, ver Gcllcr y Estévez (1972), De Vylder 
(1974), Fortín (1979), Si@nurrd (1980). 

64. Esta sección rsti basada en Larraín y Meller (1990). 
65. Para una discusión más a fondo de estos aspectos, ver Aranda y Martínez 

(1970), Caputo y Pizarro (1970), Ramos (1972), Sanfuentes (1973) y Bitar 
(1979). 

66. Alaluf, 1971. 
67. Bitar, 1979. 
68. Alaluf, 1971. 
69. Ramos, 1972. 
70. A firrcs dc la década de 1960, el coeficiente de Uni para Chile era de 0,51, 

más bajo que Brasil (0,58) y México (0,58), pero más alto rlue Al-gcrrtina 
(0,44) (Bitar, 1979). 

71. Vuskovic, 1970; Bitar, 1979. 
72. Martner, 1988. 
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73. 
74. 
75. 
76. 
77. 
78. 
79. 
80. 
81. 
82. 
83. 
84. 

Romeo, 1971. 
Vuskovic, tirado en Moss (1973), p. 59. 
García, 1971. 
García, 1971. 
Bianchi, 1975. 
Griffth-Jones, 1980. 
GriffithT~ones, 1980. 
Orlando Millas, 1972, cirado en Bianchi, 1975. 
Dornbusch y Edwards, 1991. 
Dornbusch y Edwards, 1991. 

85. 

86. 

87. 

88. 

89. 

90. 

91. 
92. 
93. 
94. 
95. 
96. 
97. 
98. 

Ver Dornbusch y Edwards, 1991. 
Para otras divergencias entre el caso de la U.P. y los gobiernos populistas 
típicos, ver Larraín y Meller (1990) 
IarrGn y Meller, 1990, p, 194. Las tres subsecciones que siguen está” larn- 
bién basadas en este trabajo. 
Incluso economistas prestigiosos (no de la 1J.P.) alaba” el éxito de la 
política econí>mira gubernamental en materia de empleo del airo 1971; 
WI Bianchi y Ramos (1971). 
A nivel sectorial, la tasa de crecimiento de la producción industrial aumen- 
tó de 2,0% (1970) a 13,6% (1971), mientras que en el comercio la tasa de 
expansión pasó dr-1,5% (1970) a 15,8% (1971). 
Se dispone de tasas de desempleo anuales a nivel nacional en Chile sólo 
desde 1961. Si se corrigieran las cifras de desempleo de acuerdo a una 
expansión histórica normal del empleo público, las cifras de desempleo 
del período 1971-73 serian: 4,5% en 1971, 4,6% en 1972 y 7,2% en 1973. 
M, es la cantidad de dinero; M, real es la cantidad de dinero deflactada 
por el IPC para poder comparar unidades monetarias que tienen un mis- 
“10 poder adquisitivo. 
Según Ramos (1977), otro factor crucial sería el hecho de que durante 
1971 hubo una expansión de la demanda real de dinero de 40% a 50%, 
generada por el temor de expropiación y la incertidumbre generalizada 
que había producido la elección de Salvador Allende. 
Banco Mundial, 1979; Bianchi, 1975. 
N. García, c” Bianchi, 1975. 
Griffith-Jones, 1980. 
Solimano y Zucker, 1988. 
García, 1971. 
Garretón, 1975, p. 218. 
Dornhusrh y Edwards, 1989. 
Bitar, 1979, p. 131. Ver en esta obra (Cap. V) una discusión detallada sobre 
el planteamiento de opciones alternativas al interior del gobierno de la 
U.P. 

99. Ver Bianchi (1975) para la información de los datos desagregados. 
100 .A nivel sectorial se obsewan disminuciones en 1973 de la industria (-7,7%), 

comercio (-6,4%), agricultura (-10,3%). La agricultura tiene tasas negativas 
ya en 1971 (-1,8%) y 1972 (-7,4%). D a a d 1 a situación caótica de la econo- 
mía, pareciera haber una subestimación del deterioro económico efectivo 
de 1972 y 1973; sería importante realizar estudios metodológicos serios 
cxanrirrarrdo cstc ~wríodo. 
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101. Para cifras revisadas dc dcscrrrplro cn cite prríodo, ver- Mellrr (1984). 
102.En octubre de 1973 iba a haber un reajuste salarial, por lo que podría 

argumentarse que la cifra de deterioro del poder adquisitivo de las remu- 
neraciones de -25,5% sobreestimaría la situación. Sin embargo, dicha cifra 
se obtiene utilizando rl p~~o~~wdi~~ dc los 8 prirrrcr»h mc~cs dc 1973 y II» el 
nivel observado CTI srptirmbre de 1973. Después del golpe militar hubo un 
rajuste salarial, pero a través de manipulaciones del IPC (ver Cortizar y 
Marshall, 1980) se logró reducir aún más las remuneraciones reales de los 
trabajadores, alcanzando este deterioro a -38,6% afines de 1973. 

103. La producción interna de II-igo se rrdwr de 1.307 millorrrs dc tonrlad~ 
(1970) a 747 mil torlrladas (1973). LJna situacií>n similar se observa para 
muchos otros alimentos (ver INE y ODEPA). 

104. Martner, 1988. 
105. Larraín, 1988. 
106. Ramos, 1977. 
107. Ver Bianchi, 1975. 
108. Banco Ccrmzal, Boletí” Mensual, enero de 1973. 
109. Los trabajadores y los sindicatos también participaron en el mercado ne- 

gro: parte del pago de las remuneraciones era exigido en especies, las que 
era” canalizadas hacia el mercado negro; incluso había trueque entre sin- 
dicatos de distintos sectores (Bitar, 1979). 

110. Banco Central, Boletín Mensual, enero de 1973. 
111. Se estima que en 1973 había entre 2.000 y 2.500 JAP en todo el país, con 

un 50% de ellas radicadas en Santiago (Bianchi, 1979). 
112. La fraw ~rxtual dc los aimpatirarltrs dr la U.P. era: “será un gobierno de 

mierda, pero es mi gobierno”. 
113. Durante el gobierno de la U.P. hay entre 4 y 8 tipos de cambios oficiales, 

esto es, un régimen cambiario múltiple. En 1973 hay un diferencial supe- 
rior al 1OOOYo entre el tipo de cambio olirial mayal- y el menor. Pam 
utilizar un solo tipo de cambio olirial, se han pondc~-ado los distirrtos tipo” 
de cambio oficialrs dr acuerdo a las importxiones correspondientes a 
cada grupo de productos; para los valores específicos de las ponderaciones 
y los períodos pertinentes ver cuadro del anexo estadístico. 

114. Este diferencial alcanza a 48 veces al utilizar la información mensual; XI 
anexo estadístico (cuadro Bl). 

115. Martner, 1988, p. 76. 
116. Para una revisión más profunda del proceso de nacionalización de la GMC, 

ver Geller y Estévez (1972), Vargas (1973), De Vylder (1974), Fortín (1979), 
Sigmund (1980), Martner (1988) y Lar r-aín y Meller (1990). 

117. Sin embargo, como el objetivo primordial era la nacionalización de la 
GMC, una disposición provisional permitía al sector privado continuar 
operando las minas medianas y pequeñas. 

118. Esto afectaba es pecíficamrntc a la Krnnccott (El Trnirntr), qw había 
incrrmrntado el valor de libro de SIIS activos de US$l20 millones a US$319 
millones. 

119. Este es el primer alio en que se cuenta co” información confiable sobre la 
GMC. 

120. Para más detalles, ver Martner, 1988. 
121. Se utilizó un porcentaje del 12% del valor de libl-o, que correspondería a 

la utilidad normal axlual; la difcrcncia cntrc la utilidad cfcctiva y la normal 
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(12%) en un período con retroactividad de 16 alíos (1955.70) proporciona 
el monto de la “rrntahilidad cxrcsiva”. 

122. Para la reacción de las empresas y del gobierno norteamericanos y 1;~ 
acciones de represalia, ver De Vylder (1974), Bitar (1979), Fortín (1979), 
Sigmund (1980). 

123. Geller y Estévez, 1972, p. 568. 
124. Bitar, 1986, p. 71. 
125. Para una discusión más profunda dr este trma, WI- Alaluf et al. (1972), De 

Vyldcr (1974) y la coleccií>n de artículoa dr Kay y Silva (1992). 
126. Alaluf et al., 1972, p. 499. 
127. Incluso se señala que “la rxpropiarión podrá incluir la totalidad o parte de 

los activos dr los prcdioa expropiados (maquinarias, herramientas, anima- 
les, etc.)“. Ver Martner, 1988. p. 79. 

128. Recuérdese que en el gobierno de Frei el número de campesinos sindicali- 
zados aumenta de 2.126 (1965) a 114.112 (1970) (cuadro 2.9); en 6 años 
(1965.71), el número de campesinos sindicalizados aumenta en más de 
100.000 micmhros. 

129. Otra de las críticas a la reforma agraria del gobierno de Frei señala que 
sólo se logró benefkiar a 20.000 “asentados” en vez de a los 100.000 que se 
había prometido. 

130. Alaluï et nz., 1972, p. 519. 
131. Por ejemplo, México, Bolivia; ver De Janvry, 1981, y De Vylder, 1974. Otra 

diferencia radica en la distribución de tierras realizada (con posterioridad 
a la expropiación) en beneficio del conjunto total del campesinado mexi- 
cano y boliviano; en el caso chileno, el sector “reformado” está constituido 
por unidades productivas que corresponden aproximadamente al área equi- 
valente del predio expropiado y por campesinos que corresponden a la 
anterior masa laboral del prrdio. Vrr- Dr Vyldrr (1974) y Kay y Silva (1992) 
para una evaluación crítica del funcionamiento de los asentamientos (Rc- 
forma Agraria del Presidente Frei) y los Centros de Reforma Agraria (Rr- 
forma Agraria del Presidente Allende). 

132. Lehmann, 1992. 
133. En esta cifra se incluyen las restituciones de tierras efectuadas durante cl 

gobierno militar y el valor presente de las compensaciones percibidas en el 
proceso de expropiación. Ver Larraín (1988). 

134. Esta subsección está basada fundamentalmente en De Vylder (1974); para 
una discusión m& extensa de este tema XI además Mal-tínez (1979), Mart- 
ner (1988), lar-r-aín y Mrller (1990), Cronery Iazo (1972). 

135.Alaluf, 1972, p. 12. 
136. Croner y Lazo, 1972, pp. 360.361. 
137. En enero de 1972, el gobierno especifica un conjunto de 91 empresas qur 

constituirían el APS. Pero, por otra parte, se define implícitamente como 
“estratégica” toda empresa cuyo valor de libro sea superior a E” 14.000.000 
(entre US$200.000 y un millón de dólares, según se utilice el tipo de 
cambio oficial o paralelo). Según esta delinición, habría al menos 253 
empresas que calificarían para ser incluidlas cn el APS. 

138. Martner, 1988, p. 129. 
139. Ver Martner, 1988, p. 130. 
140. Larraín y Mrller, 1990, p, 166. 
141. Larraín y Meller, 1990, p, 167. 
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142.V~ De Vylder, 1974, p. 150. 
143. La argumentación de De Vylder y otros de que “sólo se estatizó menos del 

1% del total de establecimientos industriales” (sobre un total de 35.000) es 
evidentrmrnrr irl-elevantr. 

144. Esta subseccií>n prácticamente reproduce lo publicado en Larraín y Meller 
(1990, pp. 164165). Para un análisis más profundo ver Inostroza (1979). 

145. Martner, 1988, p. 137. 
146. Ver Martner, 1988. 
147. Citado en De Vylder (1974), p. 161, De Zorrilla, Segunda Kx@ición. 
148. Probablemente haya un cambio en el futul-o cercano; problemas como el 

derecho dc pwpicdad intclcctual, b asignación dc dcrcrhos dc uso y dr 
rxplotacií>n de áreas públicas, etc., requeritin una discusií>n y una revisií>n 
del concepto del derecho de propiedad. 

149. El supuesto de que el ajuste es instantáneo y los costos de transacción son 
nulos torna irrelevante la institucionalidad. Enfoques económicos moder- 
nos en los cuales existen costos de transacción no nulos permiten el estu- 
dio de las instituciones económicas de un sistema capitalista; algunos 
enfoques plantean que la institucionali<lar1lalirlarl óptima es aquella que minimiza 
los costos dc transacción. Ver Williarrrson, 1985; Bar/rl, 1989. 

150. Para una discusión más extensa y profunda de este tópico, YU Alchian y 
Demsetz (1973), Becker (1977), Barzel (1989). 

151. Brunner, 1980. 
152. Becker, 1977. 
153. Barzel, 1989, p, 65. 
154. Becker, 1977. 
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